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RESUMEN 

 El presente trabajo de investigación tuvo como objetivo determinar en qué medida la 

inejecución de la conducción compulsiva afecta el cumplimiento de los fines de la investigación 

fiscal en el Distrito Fiscal de Lima Centro en el 2022 y 2023. Para tal efecto se recurrió al 

enfoque cuantitativo, a nivel descriptivo y explicativo, con diseño no experimental de tipo 

correlacional, ya que se buscó dilucidar la forma como se relacionan las variables conducción 

compulsiva y fines de la investigación fiscal, sin manipularlas; el método empleado fue 

hipotético-deductivo; la investigación se realizó en el Distrito Fiscal de Lima Centro, en el 

periodo comprendido entre el 2022 y 2023; la población estuvo definida por 93 fiscales penales, 

entre los cuales se escogió a 75, a quienes se aplicó el instrumento de recolección de datos 

(encuesta). Los resultados obtenidos revelaron que en pocas oportunidades los fiscales ordenan 

la ejecución de la conducción compulsiva; en escasas ocasiones la institución policial consigue 

ubicar y conducir al omiso a la diligencia programada; el marco normativo actual no otorga los 

mecanismos suficientes para que la conducción compulsiva puede ejecutarse de forma exitosa; la 

inejecución de la conducción compulsiva tiene implicancia en la decisión que debe adoptar el 

fiscal al concluir la investigación; entre otros aspectos. En ese orden de ideas, se corroboraron las 

hipótesis propuestas, concluyendo que la inejecución de la conducción compulsiva afecta 

significativamente el cumplimiento de los fines de la investigación fiscal en el espacio y tiempo 

de estudio.   

 

 Palabras clave: Conducción compulsiva, fines de la investigación fiscal, investigación 

preliminar e investigación preparatoria.  
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ABSTRACT 

The objective of this research work was to determine to what extent the non-execution of 

compulsive driving affects the fulfillment of the purposes of the prosecutor's investigation in the 

Fiscal District of Lima Central in 2022 and 2023. For this purpose, the quantitative approach was 

used. at a descriptive and explanatory level, with a non-experimental design of a correlational 

type, since it sought to elucidate the way in which the variables of compulsive driving and the 

purposes of the tax investigation are related, without manipulating them; The method used was 

hypothetical-deductive; The investigation was carried out in the Central Lima Fiscal District, in 

the period between 2022 and 2023; The population was defined by 93 regular criminal 

prosecutors, among whom 75 were chosen, to whom the data collection instrument (survey) was 

applied. The results obtained revealed that prosecutors rarely order the execution of compulsive 

driving; On rare occasions, the police institution is able to locate and take the offender to the 

scheduled procedure; The current regulatory framework does not provide sufficient mechanisms 

so that compulsive driving can be carried out successfully; The failure to carry out the 

compulsive driving has implications for the decision that the prosecutor must make at the 

conclusion of the investigation; in other aspects. In this order of ideas, the proposed hypotheses 

were corroborated, concluding that the non-execution of compulsive driving significantly affects 

the fulfillment of the purposes of the tax investigation in the space and time of the study. 

 

Keywords: Compulsive driving, purposes of the prosecutor's investigation, preliminary 

investigation and preparatory investigation. 
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I. INTRODUCCIÓN 

En el Medioevo, cuando se encontraba en boga el procedimiento inquisitorial, aquellos 

que debían responder ante el órgano de justicia eran citados en su domicilio y se les otorgaba 

determinado plazo para que comparezcan de manera voluntaria, si esto último no se daba, se 

ordenaba su conducción por medio de los oficiales reales. (Domínguez, 2015) 

Lo antes expuesto revela que desde tiempos remotos ha existido la preocupación por 

asegurar la concurrencia al proceso de todo aquel que se encuentre en posibilidad de coadyuvar a 

la dilucidación de los aspectos controvertidos, lo que no solo alcanza al imputado y a la víctima, 

sino también a otros sujetos con determinado nivel de conocimiento de los hechos, como pueden 

ser los testigos y peritos.   

En esa línea de razonamiento, se ha convenido que, ante la inconcurrencia injustificada 

de tales sujetos a las citaciones efectuadas por los órganos de administración de justicia, su 

presencia puede procurarse con auxilio de la fuerza pública. Así pues, en nuestro proceso penal 

reformado, dicha medida adopta la denominación de conducción compulsiva y puede ser ejercida 

tanto por los fiscales como por los jueces.  

He ahí el aspecto medular del presente trabajo de investigación, donde se aborda la 

incidencia de la ejecución de la conducción compulsiva en el cumplimiento de los fines de la 

investigación del delito a cargo de los fiscales, nada menos que en el emblemático Distrito Fiscal 

de Lima Centro; realidad que estimamos pertinente estudiar, dado que en este ámbito geográfico 

recientemente ha entrado en vigor el modelo procesal acusatorio garantista con rasgos 

adversariales.   

Respecto a la estructura de la presente tesis, esta consta de nueve capítulos. En el primer 

capítulo se efectúa la descripción y formulación del problema, que como se ha dicho está 
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referido a la relación entre la ejecución de la conducción compulsiva y el cumplimiento de los 

fines de la investigación fiscal en el Distrito Fiscal de Lima Centro, en el periodo comprendido 

entre el 2022 y 2023; además de los problemas identificados, se presentan los objetivos, 

antecedentes, justificación e hipótesis de la investigación.  

El segundo capítulo contiene el marco teórico, es decir, los conocimientos sobre el tema 

abordado, el cual se ha dividido en dos secciones, en función de las variables conducción 

compulsiva y fines de la investigación fiscal; en esta parte no solo se ha recurrido a la doctrina, 

sino también a la legislación y jurisprudencia, a fin de presentar de manera eficaz la realidad 

estudiada.  

El tercer capítulo está referido a la metodología; siendo una investigación de tipo 

cuantitativo, a nivel descriptivo y explicativo, con diseño no experimental de tipo correlacional y 

método hipotético-deductivo; el espacio es el Distrito Fiscal de Lima Centro y el tiempo está 

delimitado por el 2022 y 2023; las variables son conducción compulsiva y fines de la 

investigación fiscal; la población está conformada por 93 fiscales penales y la muestra por 75 de 

estos, a quienes se aplicó el instrumento de recolección de datos (encuesta). 

El cuarto capítulo contiene el análisis e interpretación de los resultados obtenidos a partir 

de la aplicación del instrumento de recolección de datos, los cuales han sido procesados 

empleando Microsoft Excel y se muestran mediante tablas y gráficos, según el orden de las 

preguntas del cuestionario.  

El quinto capítulo se centra en la discusión de los resultados, donde se expone la 

implicancia de la información obtenida, su relación con los conocimientos previos y el propio 

planteamiento de la presente investigación.  
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El sexto capítulo contiene las conclusiones, donde se dan por aceptadas las hipótesis 

planteadas en mérito a los datos obtenidos en la encuesta y su contrastación con las otras partes 

del presente trabajo. Como consecuencia de lo anterior, en el séptimo capítulo se plantean 

recomendaciones para mejorar el marco regulatorio de la conducción compulsiva, a efectos de 

tornarla eficaz y provechosa para el cumplimiento de los fines de la investigación fiscal.  

El octavo capítulo contiene las referencias bibliográficas, donde se exponen las fuentes 

que se han citado en el presente trabajo; mientras que el noveno capítulo recoge los anexos, 

como son la encuesta, matriz de consistencia, operacionalización de las variables y documentos 

que se han considerado relevantes.  

1.1. Descripción y formulación del problema  

1.1.1. Descripción del problema  

 El problema planteado estriba en que, si bien la conducción compulsiva es uno de los 

mecanismos coercitivos que la norma procesal penal otorga al representante del Ministerio 

Público para asegurar la concurrencia de las personas citadas a las diligencias fiscales, en la 

realidad de los hechos serían pocas las ocasiones en que el fiscal hace efectivo el apercibimiento 

de conducir por la fuerza al omiso, ello debido a que demanda tiempo y esfuerzo la emisión de la 

disposición fiscal y la posterior coordinación con la Policía Nacional, por lo que en la mayoría de 

los casos se opta por prescindir de la diligencia programada bajo apercibimiento de conducción 

compulsiva. 

En otros casos el fiscal dispone la ejecución de la medida, no obstante, el personal 

policial no consigue ubicar y conducir al omiso a la diligencia, debido a que tiene limitadas 

facultades en este ámbito, que prácticamente implican una invitación para que el omiso los 

acompañe a la sede fiscal, lo que, sumado a la carencia de personal, logística, infraestructura y 
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un procedimiento de actuación adecuado, convierte en ineficaz el mencionado instituto procesal; 

ante este panorama, igualmente el fiscal se verá forzado a prescindir de la diligencia programada. 

Lo expuesto tendría efectos negativos en el cumplimiento de las finalidades de la 

investigación fiscal, tanto en fase de diligencias preliminares como en la investigación 

preparatoria propiamente dicha, dado que se renuncia a la realización de diligencias pertinentes y 

útiles; de modo tal que, cuando el fiscal valore lo actuado, a efectos de determinar si corresponde 

arribar al siguiente estadio procesal, contará con menos elementos de convicción, lo que puede 

devenir en resultados no satisfactorios como el archivo o sobreseimiento de la causa por 

insuficiencia probatoria.  

Esta situación no sería ajena al Distrito Fiscal de Lima Centro, en el que ha entrado en 

vigencia el nuevo Código Procesal Penal el 15 de junio de 2021, y se ha dado un cambio 

dramático en la forma como se lleva a cabo la investigación del delito, en la que el fiscal tiene el 

rol protagónico; pues bien, en este ámbito geográfico el ejercicio de la facultad coercitiva de los 

fiscales también tendría marcadas limitaciones, lo que amerita la adopción de medidas urgentes, 

en aras de garantizar el éxito de la investigación a cargo del Ministerio Público.  

1.1.2. Formulación del problema  

1.1.2.1. Problema general 

 ¿En qué medida la inejecución de la conducción compulsiva afecta el cumplimiento de 

los fines de la investigación fiscal en el Distrito Fiscal de Lima Centro en el 2022 y 2023? 

1.1.2.2. Problemas específicos 

 PE.1. ¿Con qué frecuencia los fiscales disponen la ejecución de la conducción 

compulsiva durante la investigación fiscal en el Distrito Fiscal de Lima Centro en el 2022 y 

2023? 
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 PE.2. ¿Con qué frecuencia la Policía Nacional ejecuta los mandatos de conducción 

compulsiva dispuestos por el Ministerio Público durante la investigación fiscal en el Distrito 

Fiscal de Lima Centro en el 2022 y 2023?  

 PE.3. ¿Cuáles son las principales razones de la inejecución de la conducción compulsiva 

durante la investigación fiscal en el Distrito Fiscal de Lima Centro en el 2022 y 2023? 

 PE.4. ¿El ordenamiento jurídico penal otorga los mecanismos suficientes para la 

ejecución de la conducción compulsiva y el cumplimiento de los fines de la investigación fiscal 

en el Distrito Fiscal de Lima Centro en el 2022 y 2023?  

1.2. Antecedentes 

1.2.1. Antecedentes nacionales  

 Vizcarra (2016) en su tesis titulada Normatividad legal de la conducción compulsiva y la 

continuidad de la investigación, Fiscalía Provincial de Yungay. 2014, presentada para optar el 

grado académico de maestro en Derecho con mención en Ciencias Penales ante la Universidad 

Nacional Hermilio Valdizán, tuvo como objetivo general determinar la relación existente entre la 

regulación de la conducción compulsiva y la continuidad de las investigaciones fiscales; dicha 

investigación fue de corte cuantitativo y la información se obtuvo mediante fichas de recolección 

de datos; concluyendo que existe relación entre la normatividad que regula la conducción 

compulsiva y la continuidad de las investigaciones en las Fiscalías Provinciales Penales de 

Yungay en el 2014; verificando que un 60% de las investigaciones se archivaron en un año 

aproximadamente, siendo que en todas ellas los investigados no concurrieron a las citaciones 

fiscales debido a la disonancia entre el Código Procesal Penal, que regula la conducción 

compulsiva, y la Constitución Política del Estado, ya que la norma constitucional en ningún 

extremo se refiere a la facultad coercitiva del fiscal, más por el contrario, prevé que la detención 
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solo procede por mandato judicial escrito y motivado, así como en casos de flagrancia; además, 

corroboró que la Ley Orgánica del Ministerio Público y el Reglamento de Notificaciones, 

Citaciones y Comunicaciones entre Autoridades en la Actuación Fiscal tienen notorias 

limitaciones en cuanto a la regulación de la conducción compulsiva; así también, que existe 

estrecha vinculación entre el cumplimiento de los mandatos de conducción compulsiva y la 

continuidad de la investigación en las Fiscalías Provinciales Penales Corporativas de Yungay en 

el 2014, puesto que los casos donde se ejecutó dicha medida consiguieron arribar a investigación 

preparatoria.   

 Aucasi (2018) en su tesis titulada La conducción compulsiva como facultad coercitiva en 

el proceso penal y su repercusión en los fines del proceso en el Distrito Judicial y Fiscal de Ica 

en el año 2016, presentada para optar el grado académico de maestro en Derecho con mención 

en Ciencias Penales ante la Universidad Nacional San Luis Gonzaga de Ica, tuvo como objetivo 

general establecer las razones por las cuales los mandatos de conducción compulsiva dispuestos 

por fiscales y jueces no fueron eficaces para la prosecución de los fines del proceso; dicha 

investigación fue descriptiva y explicativa, para lo cual se recurrió a la entrevista y análisis 

documental; como conclusiones se sostuvo que los mandatos de conducción compulsiva 

dispuestos por los representantes del Ministerio Público durante la investigación preliminar y 

preparatoria, así como los ordenados por el órgano jurisdiccional durante el juzgamiento, en el 

Distrito Judicial y Fiscal de Ica en el 2016, no fueron eficaces para dar cumplimiento a los fines 

del proceso, principalmente debido a la deficiente labor de la Policía Judicial, órgano 

especializado de la Policía Nacional que muchas veces se muestra indiferente a los 

requerimientos de los magistrados, sea por limitaciones externas que pasan por la falta de 

logística y recursos humanos, o por la propia desidia de sus miembros, lo que conlleva a que 
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pocas veces se logre conducir al omiso a la diligencia a la que ha sido convocado; contribuye a 

dicha situación la pobre cultura jurídica que impera en el país, lo que se materializa en el 

desinterés de los ciudadanos para participar en las investigaciones o procesos que se siguen ante 

los órganos de administración de justicia. 

 Medina (2019) en su tesis titulada Colisión de la conducción compulsiva, con el Derecho 

a la no incriminación en el Distrito Judicial de Tumbes - 2017, presentada para obtener del 

grado académico de maestro en Derecho con mención en Derecho Constitucional y 

Administrativo ante la Universidad Nacional de Tumbes, tuvo como objetivos dilucidar si el uso 

de la conducción compulsiva por parte de los fiscales tiene incidencia en el derecho a la no 

incriminación que asiste al imputado que se rehúsa a brindar su declaración indagatoria, y si 

dicha medida genera carga procesal y dilaciones innecesarias; dicha investigación fue de corte 

cuantitativo y se aplicaron encuestas a jueces, fiscales y abogados; teniendo como conclusiones 

que la ejecución de la conducción compulsiva afecta el derecho a la no incriminación, al tiempo 

que resulta ser un mecanismo deficiente para el logro de los objetivos de la investigación, pues 

en el fondo se persigue realizar otros actos de investigación a partir de lo que declare el 

investigado conducido con apoyo de la fuerza pública, acarreando diligencias rutinarias que 

finalmente devienen en una disposición de no formalización de investigación preparatoria; 

confirmando así su sospecha inicial, respecto a la generación de carga procesal innecesaria en 

sede fiscal, dado que la ejecución de la medida requiere un gasto considerable de recursos, para 

al final solo conseguir que el imputado se acoja a su derecho a guardar silencio.   

 Llanco y Navarro (2019) en su tesis titulada Conducción compulsiva y el derecho a 

guardar silencio en la Fiscalía de Concepción 2019, presentada para optar el título profesional 

de abogado ante la Universidad Peruana Los Andes, tuvieron como objetivo general establecer si 
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el uso de la conducción compulsiva para obtener la declaración indagatoria del imputado vulnera 

el derecho a guardar silencio; tal investigación fue descriptiva y se aplicaron encuestas a 

asistentes en función fiscal, abogados, personal jurisdiccional y jueces; teniendo como 

conclusiones que la conducción compulsiva transgrede derechos fundamentales de los citados, 

puesto que la norma constitucional ha previsto que la detención solo procede por mandato 

judicial escrito y motivado, así como en los casos de flagrancia delictiva, por lo que la 

conducción compulsiva dispuesta por el fiscal, sin autorización judicial, sería una medida 

inconstitucional, que colisiona con el derecho del imputado a guardar silencio y otras garantías 

inherentes a la persona humana.  

1.2.2. Antecedentes internacionales  

 Del Río (2016) en su tesis titulada Las medidas cautelares personales del proceso penal 

peruano, presentada para obtener el grado académico de doctor en Derecho ante la Universidad 

de Alicante, realizó un análisis de la conducción compulsiva en función de determinar si la 

comparecencia simple es una medida cautelar personal del proceso penal peruano, ya que esta 

plantea la obligación del imputado de concurrir ante la autoridad judicial o fiscal las veces que se 

requiera su presencia para la realización de diligencias, cuyo incumplimiento tiene como 

consecuencia la privación provisional de su libertad, esto es, la conducción compulsiva; no 

obstante, tal obligación no deviene de una decisión cautelar, sino que se trata de un deber 

procesal de imputado; debiendo tener presente que la conducción compulsiva puede ser ordenada 

aun cuando no se haya dictado comparecencia simple; por ende, entre las conclusiones se ha 

considerado que la comparecencia simple en puridad no constituye una medida cautelar personal 

del proceso penal peruano. 
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1.3. Objetivos  

1.3.1. Objetivo general 

 Determinar en qué medida la inejecución de la conducción compulsiva afecta el 

cumplimiento de los fines de la investigación fiscal en el Distrito Fiscal de Lima Centro en el 

2022 y 2023. 

1.3.2. Objetivos específicos  

 OE.1.  Establecer la frecuencia con que los fiscales disponen la ejecución de la 

conducción compulsiva durante la investigación fiscal en el Distrito Fiscal de Lima Centro en el 

2022 y 2023. 

 OE.2. Establecer la frecuencia con que la Policía Nacional ejecuta los mandatos de 

conducción compulsiva dispuestos por el Ministerio Público durante la investigación fiscal en el 

Distrito Fiscal de Lima Centro en el 2022 y 2023.  

 OE.3. Identificar las principales razones de la inejecución de la conducción compulsiva 

durante la investigación fiscal en el Distrito Fiscal de Lima Centro en el 2022 y 2023. 

 OE.4. Determinar si el ordenamiento jurídico penal vigente otorga los mecanismos 

suficientes para la ejecución de la conducción compulsiva y el cumplimiento de los fines de la 

investigación fiscal en el Distrito Fiscal de Lima Centro en el 2022 y 2023.  

1.4. Justificación  

1.4.1. Justificación teórica  

 La presente investigación busca dilucidar el nivel de incidencia de la conducción 

compulsiva en la materialización de los fines de la investigación fiscal; respecto a esta 

problemática han existido escasos trabajos de investigación, entre los que podemos destacar el de 

Aucasi (2018), quien tuvo como escenario de estudio el Distrito Fiscal y Judicial de Ica, habida 
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cuenta de que la conducción compulsiva no es una facultad exclusiva de los fiscales, sino 

también de los magistrados del Poder Judicial. 

La mayoría de los trabajos académicos se han decantado por establecer si la conducción 

compulsiva es una medida constitucional y si su ejecución colisiona con derechos fundamentales 

de alcance procesal, como son el derecho de defensa, a guardar silencio, a no autoincriminarse, 

entre otros, más no a determinar si esta coadyuva al cumplimiento de las funciones 

constitucionales del Ministerio Público, como es la investigación del delito.  

En ese sentido, el presente trabajo de investigación pretende aportar al conocimiento 

sobre la eficacia del poder de coerción de los fiscales y partir de ello plantear propuestas de 

mejora al ordenamiento jurídico penal vigente, para dotar de mayor eficacia a la conducción 

compulsiva, reformulando o ampliando las atribuciones de las entidades gubernamentales 

intervinientes. 

1.4.2. Justificación práctica 

 La presente investigación busca plantear modificaciones a la normativa vigente para que 

las conducciones compulsivas lleguen a concretarse, por ende, que se efectúen las diligencias 

útiles y pertinentes programadas por los fiscales; estimando que con ello se conseguirá colmar 

los objetivos de la investigación preliminar y preparatoria, prescritos en el Código Procesal 

Penal, asegurando un pronunciamiento efectivo en los casos fiscales; puesto que en la actualidad 

uno de los factores del archivamiento de los actuados en sede fiscal estriba en que no se 

consiguen recabar los elementos de convicción que permitan al representante del Ministerio 

Público pasar a la siguiente etapa del proceso, entre otras razones, debido a que se prescinde de 

aquellas diligencias a las que no concurren los citados.  
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En buena cuenta, la medición de los alcances de la problemática planteada devendrá en 

propuestas de mejora para que se efectivice la misión de perseguir el delito y la visión de trabajar 

por una justicia efectiva, recaídas en el Ministerio Público, reflejado en el éxito de las 

investigaciones fiscales, lo que no solo beneficiará a la administración de justicia, sino que 

generará una sensación de confianza en los denunciantes y agraviados que llevan sus casos ante 

la fiscalía, con la expectativa de una posterior sanción de los ilícitos penales y la reparación de 

los daños causados.  

1.5. Hipótesis  

1.5.1. Hipótesis general  

 La inejecución de la conducción compulsiva afecta significativamente el cumplimiento de 

los fines de la investigación fiscal en el Distrito Fiscal de Lima Centro en el 2022 y 2023. 

1.5.2. Hipótesis específicas 

 HE.1.  Los fiscales disponen en pocas ocasiones la ejecución de la conducción 

compulsiva, lo que genera que no se cumplan los fines de la investigación fiscal en el Distrito 

Fiscal de Lima Centro en el 2022 y 2023.  

 HE.2. La institución policial ejecuta en escasas oportunidades los mandatos de 

conducción compulsiva dispuestos por el Ministerio Público, lo que genera que no se cumplan 

los fines de la investigación fiscal en el Distrito Fiscal de Lima Centro en el 2022 y 2023.  

 HE.3. La limitada capacidad logística y operativa del Ministerio Público y de la Policía 

Nacional son razones de la inejecución de la conducción compulsiva durante la investigación 

fiscal en el Distrito Fiscal de Lima Centro en el 2022 y 2023. 
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 HE.4. La regulación normativa sobre conducción compulsiva no otorga los mecanismos 

suficientes para su ejecución y el cumplimiento de los fines de la investigación fiscal en el 

Distrito Fiscal de Lima Centro en el 2022 y 2023. 
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II. MARCO TEÓRICO 

2.1. Conducción compulsiva 

2.1.1. Hacia una definición de este instituto procesal  

El modelo procesal implementado con la vigencia del Código Procesal Penal de 2004 ha 

traído consigo novedosas figuras jurídicas, consideradas provechosas para el sistema de 

administración de justicia, a su vez ha redefinido de forma notoria los roles que cumple cada uno 

de los sujetos procesales dentro del proceso penal, en claro apartamiento de los preceptos del 

desfasado Código de Procedimientos Penales de 1940.  

Así pues, ha establecido el rol preponderante del Ministerio Público como titular del 

ejercicio de la acción penal pública, otorgándole exclusividad en la investigación del delito, para 

lo cual debe realizar los actos de investigación pertinentes y útiles que conlleven al debido 

esclarecimiento de los hechos que le son puestos en conocimiento; con el fin de garantizar el 

éxito de la indagación que realiza el titular de la acción penal se le ha dotado de inéditos 

recursos, siendo uno de estos el poder coercitivo.  

En esa línea, nuestra norma adjetiva prevé que el representante del Ministerio Público 

puede disponer que la Policía Nacional conduzca por la fuerza a quien, estando debidamente 

citado bajo apercibimiento de procederse de esta forma, omite concurrir a la diligencia a la que 

es convocado; cumplida la finalidad que motivó la ejecución de dicha medida, esta debe ser 

levantada en el plazo de veinticuatro horas (Código Procesal Penal, 2004, artículo 66); estamos, 

pues, ante una auténtica facultad coercitiva del fiscal.  

Sobre el particular, Pastor (2016) refiere que, en tiempo pasado, se asignó al juez 

instructor la potestad de ordenar la conducción de grado o fuerza de quien omitía cumplir una 

citación, por lo que, desaparecida la labor del juez instructor con la implementación del sistema 
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acusatorio garantista con rasgos adversariales, y asignada la dirección de la investigación al 

fiscal, se ha otorgado a este el mecanismo de conducción compulsiva; de no haberse asignado 

esta medida de fuerza al representante del Ministerio Público los citados podrían no presentarse 

nunca a las diligencias, por más citaciones que les hagan llegar. 

De otro lado, Sánchez (2022) destaca que el legislador ha visto a bien conferir de una 

facultad de coerción de mínima intensidad al Ministerio Público, bajo la denominación de 

conducción compulsiva o acompañamiento coactivo, ello con la finalidad de que se puedan 

realizar los actos de investigación que ameritan la presencia de las personas citadas en sede 

fiscal; acotando que dicha medida debe ejecutarse en los casos estrictamente necesarios, cuando 

se hayan agotado los requerimientos previos y pese a ello la persona citada, expresa o 

tácitamente, se rehúse a cumplir la citación. 

En similar sentido, San Martín (2020) señala que el Código Procesal Penal reconoce el 

poder de citación compulsiva del Ministerio Público, el cual se torna necesario para garantizar la 

obtención de información durante la investigación; reconociendo que los fiscales se encuentran 

en la facultad de citar a cualquier persona para que declare, se trate de imputados, agraviados, 

testigos, peritos, entre otros, y como consecuencia de ello, si se produce el incumplimiento de tal 

citación, está autorizado a disponer la conducción compulsiva.  

Entonces, queda claro que los fiscales se encuentran legitimados para realizar las 

diligencias que consideren necesarias en el marco de una investigación y a disponer la 

conducción por la fuerza de quien se rehúse a concurrir a dichas diligencias; ello ratifica la 

postura que asume que el legislador ha conferido tal facultad al representante del Ministerio 

Público para asegurar la eficacia de los actos de investigación.  
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Cabe mencionar que esta facultad no es exclusiva de los fiscales, sino que también puede 

ser ejercida por los jueces, en los casos de contumacia o ausencia del imputado, o frente a la 

inconcurrencia de los citados a juicio, bajo las reglas del Código Procesal Penal; mientras que en 

el proceso penal regido por el Código de Procedimientos Penales de 1940 también es aplicable 

para los casos de contumacia o ausencia; evidentemente, cuando los jueces ejercen esta facultad 

lo hacen con fines distintos a cuando la ejecutan los fiscales, siendo este último aspecto materia 

de la presente investigación.   

2.1.2. Naturaleza jurídica  

En este punto es necesario cuestionarnos si la conducción compulsiva es un mero 

instrumento para asegurar la presencia de los citados por el representante del Ministerio Público 

y con ello la realización de actos de investigación o si, sin apartarse de dichas notas 

características, se trata de una auténtica medida de coerción procesal.   

Sobre las medidas de coerción procesal, Sánchez (2009) nos dice que persiguen el 

aseguramiento de los objetivos del proceso penal, se aplican en determinados casos y bajo 

delimitados principios, especialmente los de necesidad, provisionalidad y proporcionalidad; 

dichas medidas se caracterizan por su instrumentalidad, ya que no tienen un fin en sí mismas, 

sino que está vinculadas a la causa principal.  

En similar sentido, San Martín (2020) acota que se trata de actos realizados por la 

autoridad penal, que recaen sobre el presunto responsable de un hecho punible, ante la 

probabilidad de ocultación personal o patrimonial, la obstrucción de la actividad probatoria o 

realización de futuros hechos punibles en el decurso del proceso penal, lo que deviene, entre 

otros aspectos, en la limitación provisional de su libertad, buscando garantizar los efectos de la 

sentencia; se trata, pues, de garantías para la tutela del desarrollo del proceso. 
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En esa línea, el nuevo Código Procesal Penal regula las medidas de coerción procesal en 

la Sección III de su Libro Segundo, desde el artículo 253 al 320, haciendo una distinción entre 

medidas de coerción personales y reales, las primeras tienen incidencia en el derecho a la libertad 

personal del imputado, en aras de asegurar su presencia en el proceso, mientras que las segundas 

recaen sobre su patrimonio, buscando asegurar la reparación civil y la propia eficacia del 

proceso. (Neyra, 2010) 

Revisado nuestro código adjetivo advertimos que expresamente se estatuyen como 

medidas de coerción personales: la detención, la prisión preventiva, la comparecencia, la 

internación preventiva, el impedimento de salida y la suspensión preventiva de derechos; y como 

medidas de coerción reales: el embargo, la orden de inhibición, el desalojo preventivo, las 

medidas anticipadas, las medidas preventivas contra personas jurídicas, la pensión anticipada de 

alimentos y la incautación.  

Cabe mencionar que casi la totalidad de las medidas antes reseñadas tienen funciones 

estrictamente cautelares, referidas principalmente a evitar el peligro de fuga del imputado y la 

obstrucción de la actividad probatoria, las únicas que no cumplen exclusivamente dicha función 

son la suspensión preventiva de derechos, dado que también persigue evitar que el imputado 

cometa delitos de la misma clase, así como el impedimento de salida, en la medida que también 

puede aplicarse a los testigos considerados importantes. (Del Río, 2016) 

Dicho lo anterior, verificamos que en el catálogo de la Sección III del Libro Segundo del 

Código Procesal Penal la conducción compulsiva no se encuentra expresamente prevista como 

una medida de coerción de carácter personal; no obstante, un importante sector de la doctrina 

nacional la considera como tal, al estimar que se trata de una medida que limita derechos 
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fundamentales, como es la libertad personal y que también persigue fines cautelares en el interior 

del proceso penal, con la salvedad de que esta puede ser dispuesta directamente por el fiscal.  

Así pues, Chunga (2012) definió la conducción compulsiva como la medida de coerción 

personal ordenada por el fiscal o el juez, para el apersonamiento forzoso del citado a una 

determinada actividad procesal, recurriendo para tal fin a la Policía Nacional; en similar sentido, 

Cubas (2014) ha considerado que efectivamente estamos ante una medida de coerción personal 

regulada en el Código Procesal Penal, por lo que ha agrupado a la conducción compulsiva junto 

a la prisión preventiva, la comparecencia, el impedimento de salida y otros.  

Revisados los trabajos de grado previos, advertimos que Cuayla (2020) señaló que la 

conducción compulsiva es una medida cautelar extrajudicial de índole personal, que implica la 

privación de la libertad del imputado por breve plazo y con una finalidad específica; se trataría 

de una genuina medida de coerción procesal, que requiere de expresa autorización legal, por 

restringir derechos fundamentales, conforme a lo preceptuado en el inciso 2 del artículo 253 del 

Código Procesal Penal.  

Similar postura encontramos en Ugaz (2017), para quien la conducción compulsiva es 

una medida de coerción personal que puede ser dispuesta directamente por el fiscal para asegurar 

los fines del proceso, solo en aquellos casos en que se ha dado el acto de notificación y la 

rebeldía o contumacia del sujeto procesal que es convocado para un acto de investigación.  

Por su parte, Córdova (2014), refiriéndose a las conducciones compulsivas ordenadas en 

sede judicial, señala que se trata de órdenes de captura, por así haberse establecido en el 

Dictamen n.° 2939-2009-OAJ-DIRGEN-PNP del 3 de julio de 2009; agregando que configuran 

una medida coercitiva personal, distinta a la detención preliminar, que persigue asegurar la 

presencia de los sujetos procesales en el juicio.  
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Así las cosas, hasta este punto advertimos que la conducción compulsiva sería una 

medida de coerción procesal de carácter personal, equiparable a las previstas en la Sección III del 

Libro Segundo del Código Procesal Penal, de ahí que ha merecido una serie de cuestionamientos, 

ya que se apartaría de lo previsto en dicho cuerpo normativo cuando estatuye que las medidas de 

coerción deben ser autorizadas necesariamente por el órgano jurisdiccional, por incidir en un 

derecho fundamental tan valioso como la libertad personal; aunado a que carecería de suficiente 

autorización normativa, por no estar expresamente prevista en la Constitución.  

Al respecto, San Martín (2020) nos recuerda que existen casos excepcionales en los que 

la fiscalía puede limitar derechos, como en los supuestos de incautación cautelar, 

videovigilancia, aseguramiento de documentos privados, entre otros; no obstante, las medidas 

coercitivas personales, con excepción de la detención policial en caso de flagrancia y el arresto 

ciudadano, necesariamente deben ser autorizadas por el órgano jurisdiccional; pero además de 

las medidas de coerción e instrumentales restrictivas de derechos, trae a colación que el 

Ministerio Público goza de la facultad de citación compulsiva, conforme al artículo 66 del 

Código Procesal Penal.  

Es decir, el Ministerio Público puede limitar derechos en determinados casos y luego 

solicitar la confirmatoria judicial (medidas instrumentales restrictivas de derechos); también 

puede requerir al órgano jurisdiccional la restricción o privación del derecho a la libertad 

personal del imputado durante el desarrollo del proceso (medidas de coerción procesal de 

carácter personal); y a su vez puede disponer directamente la conducción compulsiva de quien 

considere que puede aportar información relevante para la investigación (facultad coercitiva o 

citación compulsiva).  



30 

 

 
 

En ese orden de ideas, el autor considera acertado sostener que la conducción compulsiva 

en puridad no constituye una medida de coerción personal, semejante a las reguladas en la 

Sección III del Libro Segundo del Código Procesal Penal, sino más bien una peculiar facultad 

coercitiva otorgada por el código adjetivo al representante del Ministerio Público –también a los 

jueces en otro contexto– para asegurar la presencia de los citados renuentes a acatar sus 

mandatos y con ello la realización de las diligencias programadas en el marco de la 

investigación. 

Si bien se advierten ciertas funciones cautelares y de aseguramiento probatorio en la 

conducción compulsiva, ello no la convierte en una medida de coerción personal, más aún si no 

se dirige únicamente contra imputados –nota esencial de las alegadas medidas de coerción– sino 

también contra denunciantes, agraviados, testigos, peritos, intérpretes y toda persona que el fiscal 

considere necesaria su concurrencia.  

Sostener que la sola restricción del derecho a la libertad personal durante el desarrollo del 

proceso penal equipara a cualquier acto de la autoridad en una medida de coerción personal es un 

desacierto jurídico; por ende, dando respuesta a la interrogante del presente apartado, se sostiene 

que la conducción compulsiva es una institución procesal sui generis, enmarcada dentro del 

poder coercitivo que nuestro modelo procesal vigente ha otorgado a los jueces y fiscales, con la 

salvedad de que estos últimos pueden ordenarla sin necesidad de requerimiento previo o 

posterior confirmatoria juridicial.  

2.1.3. Constitucionalidad de la conducción compulsiva 

Ahora bien, un sector de nuestro medio jurídico se ha decantado por sostener que la 

conducción compulsiva es inconstitucional y violatoria de derechos, enfocando dicha posición, 

principalmente, desde la óptica de las garantías que asisten al imputado durante todo el proceso 
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penal, como son el derecho a la no incriminación y a guardar silencio; como ya se ha indicado, la 

mayoría de los trabajos académicos previos tienen esta orientación.  

Así pues, hay quienes han incidido en que el mecanismo procesal materia de estudio 

colisiona con los derechos a la no incriminación y a guardar silencio, por lo que recomiendan su 

supresión del ordenamiento jurídico o incorporación expresa en la Constitución (Holguino, 2015; 

Medina, 2019). Asimismo, se han expuesto extensas razones para estimar que se trata de una 

medida que vulnera el derecho a la libertad personal, por quebrantamiento del precepto 

constitucional que indica que la detención solo procede por mandato judicial o por flagrante 

delito. (Gala, 2023; Patiño, 2016; Ugaz, 2017) 

Tales aseveraciones no son compartidas por el autor, ya que la conducción compulsiva, 

con sus notorias limitaciones actuales, no deja de ser uno de los supuestos de restricción a la 

libertad personal permitido en nuestro ordenamiento jurídico penal, que expresamente ha sido 

previsto en nuestra norma adjetiva como facultad coercitiva de los representantes del Ministerio 

Público.  

El hecho de que tal instituto procesal no se halle previsto explícitamente en la 

Constitución Política de modo alguno lo torna incompatible con el ordenamiento constitucional, 

sostener lo contrario sería descender a posiciones reduccionistas como la sola scriptura, donde 

solo aquello que está escrito en el texto sagrado es fuente de fe y doctrina; de modo tal que la 

conducción compulsiva, en tanto prerrogativa del Ministerio Público para asegurar la eficacia de 

las diligencias fiscales, bien puede desprenderse de la atribución de conducir la investigación del 

delito, con auxilio de la Policía Nacional. (Constitución Política del Perú, 1993, artículo 159 

inciso 4) 
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Aunado a ello, se debe tener en consideración que la Corte Suprema de Justicia de la 

República (2013), en la Casación n.° 375-2011 Lambayeque, ha establecido como doctrina 

jurisprudencial que la conducción compulsiva no colisiona con el derecho del imputado a 

guardar silencio y a no autoincriminarse, por tratarse de una medida provisional ejercida dentro 

de las atribuciones del Ministerio Público, que si bien restringe la libertad ambulatoria, se realiza 

para procurar la declaración del investigado ante el despacho fiscal, lo que no implica que al ser 

conducido por la fuerza esté obligado a declarar, o más específicamente a declarar contra sí 

mismo, ya que si opta por ello el fiscal no tendrá más alternativa que dejar constancia en el acta.    

En todo caso, el análisis de si la conducción compulsiva vulnera derechos fundamentales 

no puede realizarse en abstracto y de modo general, sino a partir de casos concretos; así pues, 

revisada la variada jurisprudencia podemos advertir que en la mayoría de casos los mecanismos 

procesales accionados ante los órganos jurisdiccionales para cuestionar los mandatos de 

conducción compulsiva, con acertado criterio, se han desestimado, al considerar que han sido 

dispuestos por los fiscales en ejercicio de sus atribuciones y previo cumplimiento de los 

requisitos que la norma procesal prevé.  

Así pues, el Tribunal Constitucional (2012), en la sentencia recaída en el Expediente n.° 

004479-2011-PHC/TC, sobre proceso constitucional de hábeas corpus, ha dejado establecido que 

la institución de la conducción compulsiva del imputado que se rehúsa a cumplir los mandatos 

del fiscal tiene suficiente sustento legal, no obstante, en la medida que implica una restricción al 

derecho a la libertad personal es pasible de revisión constitucional, la cual necesariamente debe 

realizarse caso por caso.  

Sobre el particular, el propio Tribunal Constitucional (2007), en la sentencia recaída en el 

Expediente n.° 9432-2005-PHC/TC, dejó sin efecto una resolución judicial que citaba a una 
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testigo para que rinda su declaración, bajo apercibimiento de conducción compulsiva, debido a 

que la persona citada era hija de la imputada, por tanto, no se encontraba en la obligación legal 

de declarar. En este caso, que también puede presentarse en la actuación fiscal, se encuentra 

justificado que se haya revertido tal emplazamiento.  

Ahora bien, otro de los cuestionamientos sobre la constitucionalidad de la conducción 

compulsiva estriba en que contravendría lo previsto por la Constitución Política (1993), en el 

literal f), inciso 24, de su artículo 2, según el cual la detención solo procede por mandato escrito 

y motivado del juez o en caso de delito flagrante; por ende, el hecho de que la privación de la 

libertad de una persona se efectúe por una orden del fiscal, con la excusa de que ha rehusado 

cumplir sus mandatos, tornaría tal disposición en arbitraria e inconstitucional.   

En atención a ello, Chávez y Fumagalli (2017) han propuesto la modificación del artículo 

66 del Código Procesal Penal, a efectos de que el fiscal tenga que requerir autorización judicial 

para disponer la conducción compulsiva del imputado, quedando facultado para ordenar la 

medida solo respecto a los agraviados, testigos, peritos y demás personas que puedan coadyuvar 

a la investigación; ello en atención a que solo el juez está facultado constitucionalmente para 

restringir el derecho a la libertad personal y ambulatoria.  

Así también, Pastor (2016), a modo de ejemplo, nos expone el caso de un testigo clave 

que se rehúsa a concurrir a la fiscalía para que brinde su declaración, pese a haber sido 

debidamente notificado en tres oportunidades; en ese caso, nos dice, el fiscal debe requerir 

judicialmente la conducción de grado o fuerza del testigo, motivando fáctica y jurídicamente su 

petitorio, y adjuntando los medios probatorios que lo sustentan; luego el juez convocará 

audiencia, con participación de abogado defensor público, donde el fiscal oralizará su 

requerimiento, y cumplido ello el magistrado expedirá resolución motivada pronunciándose 
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sobre la conducción compulsiva; si el fiscal no sigue dicho procedimiento, procede el hábeas 

corpus.  

Sobre dicho planteamiento, es necesario tener claro que cuando hablamos de conducción 

compulsiva: 

 (…) no estamos ante un mandato de detención, sino más bien ante una retención, pues el 

Fiscal, como es sabido, no tiene función jurisdiccional, pero como director de la 

investigación necesita de mecanismos que ayuden a la búsqueda de la verdad. 

(Iparraguirre y Cáceres, 2017, p. 261) 

En ese orden de ideas, queda claro que al tratarse de una medida provisional, que cumple 

su objeto cuando el conducido por la fuerza participa en la diligencia a la que es convocado, no 

podría reputarse como detención a la conducción compulsiva, siendo más bien es compatible con 

la figura jurídica de la retención; por ende, se considera poco acertada aquella postura que 

pretende deslegitimarla arguyendo que en el fondo se trata de una detención arbitraria e 

inconstitucional.  

Aunado a ello, sin desmerecer el escrupuloso garantismo de quienes asumen esta postura, 

se considera inoficioso que sea el juez quien en todos los casos tenga que autorizar la ejecución 

de la medida, previo requerimiento fiscal y audiencia, ya que no haría más que generar carga 

procesal innecesaria para el Ministerio Público y el Poder Judicial, cuando esto puede suplirse 

con la emisión de una disposición fiscal debidamente motivada, y con el establecimiento de 

claros procedimientos de actuación de los fiscales y policías para la ejecución de la comentada 

medida.  
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2.1.4. Procedimiento para la ejecución de la conducción compulsiva  

En este punto es conveniente describir la secuencia de actos que se deben realizar para 

ejecutar la conducción compulsiva, siendo de aplicación, entre otras normas, el Código Procesal 

Penal; el Protocolo Específico de Articulación, Trabajo y Coordinación entre el Ministerio 

Público y la Policía Nacional del Perú, aprobado mediante Decreto Supremo n.° 010-2018-JUS; 

y el Reglamento de Notificaciones, Citaciones y Comunicaciones entre Autoridades del 

Ministerio Público, aprobado mediante Resolución de la Fiscalía de Nación n.° 5476-2014-MP-

FN.  

En ese sentido, si bien el Código Procesal Penal no señala de forma enumerativa las fases 

de dicho procedimiento, de la lectura sistemática de la normativa sobre la materia se ha podido 

identificar hasta cinco etapas, que seguidamente se exponen; para mayor abundamiento, se ha 

solicitado información pública a la División de Policía Judicial y Requisitorias, cuyo resultado 

puede verificarse como Anexo E.  

 2.1.4.1. Citación fiscal bajo apercibimiento de conducción compulsiva. Conforme se 

ha indicado, para que el fiscal disponga la ejecución de la conducción compulsiva es necesario 

que la persona sobre la cual recaerá la medida haya sido válidamente emplazada para su 

concurrencia a la diligencia programada, bajo apercibimiento de procederse de esta forma en 

caso de inconcurrencia injustificada, y que pese a ello esta se rehúse a acatar dicho mandato.  

Sobre el particular, en el Acuerdo Plenario n.° 5-2012/CJ-116 se han delimitado los 

conceptos de notificación y citación, estableciendo que la primera “(…) es un acto procesal que 

consiste en la comunicación a uno de los sujetos procesales de las resoluciones que se emiten en 

el proceso”, mientras que la segunda “(…) tiene por finalidad hacer comparecer a las víctimas, 

testigos, peritos, intérpretes, depositarios y otros que correspondan, para llevar a cabo una 
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actuación y garantizar la regular marcha del proceso”. (Corte Suprema de Justicia de la 

República, 2013, p. 3) 

El Código Procesal Penal regula lo relativo a las notificaciones y citaciones entre sus 

artículos 127 y 131, estableciendo que las disposiciones fiscales –también las providencias– y 

resoluciones judiciales deben notificarse a los sujetos procesales dentro de las veinticuatro horas 

posteriores a su emisión, salvo que se disponga un plazo menor; la notificación al imputado se 

realiza, de ser el caso, en su centro de detención, domicilio procesal, domicilio real o laboral, o a 

través de su abogado defensor; agregando que supletoriamente son aplicables las reglas del 

Código Procesal Civil.  

En cuanto a las citaciones, la norma adjetiva prevé que las víctimas, testigos, peritos, 

intérpretes y depositarios, pueden ser citadas a través del personal fiscal, policial o judicial, 

según las directivas propias de cada institución; en caso de urgencia, dicho procedimiento puede 

efectuarse verbalmente, por teléfono, correo electrónico u otro medio de comunicación, 

dejándose constancia en los actuados; los policías y militares son citados por medio de su 

superior jerárquico. (Código Procesal Penal, 2004, artículo 129) 

En ese orden de ideas, el reglamento sobre la materia emitido por el Ministerio Público 

prevé que el fiscal se encuentra facultado para citar a cualquier persona durante la investigación, 

tal citación puede realizarse bajo apercibimiento de conducción compulsiva, en consonancia con 

el artículo 337 del Código Procesal Penal. (Reglamento de Notificaciones, Citaciones y 

Comunicaciones entre Autoridades del Ministerio Público, 2014, artículo 53) 

Las notificaciones y citaciones pueden realizarse mediante cédula, casilla electrónica, 

correo certificado, correo electrónico particular, fax, edicto, radiodifusión y otros medios 

similares, cada uno de los cuales tienen formalidades distintas que necesariamente deben 
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observarse para que se tenga un emplazamiento válido, de modo tal que posteriormente el fiscal 

pueda adoptar acciones respecto a quien desacata sus mandatos, pese a tener conocimiento de 

estos. 

Así pues, por regla general, la notificación o citación surte efectos el día y hora hábil en 

que se realizó, o el día laborable siguiente si he hizo en día no laborable; si se efectuó mediante 

edicto o radiodifusión, se tendrá por realizada el día laborable siguiente de la última publicación 

o transmisión. (Reglamento de Notificaciones, Citaciones y Comunicaciones entre Autoridades 

del Ministerio Público, 2014, artículo 8). 

En cuanto a las notificaciones efectuadas a través de medios electrónicos, como es el caso 

del correo electrónico particular, la situación se torna más problemática, puesto que el notificado 

o citado puede confirmar la recepción o no hacerlo; en todo caso, si dicha persona previamente 

autorizó su emplazamiento de esta forma y pese a ello no confirma la recepción, se le tendrá por 

bien notificada o citada en el tercer día hábil. (Protocolo de Actuación Interinstitucional 

Específico para la Aplicación de las Notificaciones Electrónicas, 2018, numeral 10)  

Ahora bien, habiendo expuesto sucintamente sobre los mecanismos para comunicar las 

actuaciones fiscales, es preciso cuestionarnos sobre la cantidad de veces que deben efectuarse las 

notificaciones o citaciones, seguidas de inconcurrencia injustificada, para que el fiscal pueda 

ordenar la ejecución de la conducción compulsiva.  

 Sobre el particular, se advierte que la norma procesal prevé que si el testigo no concurre a 

la primera citación se le hará concurrir compulsivamente (Código Procesal Penal, 2004, artículo 

164 inciso 3), más nada dice sobre la cantidad de veces que deben ser emplazados los demás 

sujetos sobre los que puede recaer dicha medida.   
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Así pues, se aprecia que no existe regulación expresa sobre este último aspecto, lo que ha 

devenido en una práctica poco uniforme en la que algunos fiscales disponen la conducción 

compulsiva ante la primera inconcurrencia, mientras que otros lo hacen a la segunda o tercera, 

considerando como un criterio garantista que la medida tenga que ejecutarse recién ante el 

reiterado incumplimiento.  

Sobre el particular, nada impide que sobre los imputados, agraviados, peritos y otros 

pueda disponerse el mandato de conducción compulsiva cuando han sido debidamente 

emplazados en una sola oportunidad, tal como textualmente prevé la norma adjetiva para los 

testigos, si se tiene en consideración que el plazo de investigación, al menos en el caso de los 

delitos comunes, es sumamente corto; por ende, sería válida la emisión de una disposición fiscal 

teniendo como sustento la situación antes descrita.  

Estando a todo lo antes indicado, queda claro que se torna como requisito esencial para la 

ejecución de la conducción compulsiva que la persona llamada a participar en una diligencia 

haya sido debidamente notificada, en el caso del imputado y de otros sujetos procesales, o citada, 

si se trata de testigos, peritos, intérpretes, entre otros, bajo expreso apercibimiento; de no ser ello 

así, carecería de legalidad y legitimidad que el fiscal disponga la ejecución de la medida.  

 2.1.4.2. Disposición fiscal que ordena la ejecución de la conducción compulsiva. La 

norma adjetiva prevé que el Ministerio Público se pronuncia mediante disposiciones, 

providencias y requerimientos; las disposiciones se dictan para decidir actos trascendentes para 

la investigación, como es el caso de la conducción compulsiva, por ello requieren especial 

motivación; las providencias se emiten para ordenar materialmente la etapa de investigación, 

vale decir, son de mero trámite; mientras que los requerimientos se dirigen al órgano 



39 

 

 
 

jurisdiccional, peticionando la realización de determinado acto procesal. (Código Procesal Penal, 

2004, artículo 122) 

 En ese sentido, imperiosamente la conducción compulsiva debe ordenarse mediante una 

disposición fiscal, debido a que la restricción de un derecho de primer orden como la libertad 

personal requiere que existan fundadas razones que la justifiquen, en este caso la negativa del 

citado a acatar los mandatos del fiscal (Rosas, 2015); de ahí que esta tenga que ordenarse 

mediante una disposición que cumpla los estándares de motivación establecidos en nuestro 

ordenamiento jurídico vigente.  

 En primer término, el fiscal debe verificar la existencia de una notificación o citación 

válida, según el medio que se haya empleado para poner en conocimiento la convocatoria a la 

diligencia, y que este se haya efectuado bajo expreso apercibimiento de conducción compulsiva 

en caso de inconcurrencia injustificada, con el consiguiente incumplimiento de dicho mandato.   

 Si ello es así, se emite la disposición correspondiente, donde deben exponerse de forma 

clara y precisa las cuestiones fácticas que motivan la ejecución de la medida, la identidad de la 

persona sobre quien recae, la fundamentación jurídica, los datos de la diligencia programada, la 

dependencia policial encargada de la ejecución, el plazo en que debe realizarse, entre otros 

aspectos que el fiscal considere relevantes para los fines del caso. Para mayor ilustración ver el 

Anexo F.  

 Emitido dicho pronunciamiento, aunque parezca contraproducente, además de notificarse 

a los sujetos procesales debe ponerse en conocimiento de la persona sobre quien recae el 

mandato de conducción compulsiva; a efectos de que, enterada de la eventual restricción de su 

derecho a la libertad personal, pueda evaluar su concurrencia voluntaria al despacho fiscal, o 

accionar los mecanismos procesales que mejor convengan a sus intereses.  
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 Acto seguido, el fiscal debe oficiar a la dependencia policial, por la vía más célere, 

adjuntando la disposición emitida para su estricto cumplimiento; de considerarlo necesario, 

puede acompañar copia de otros actuados pertinentes, como cédulas o constancias de 

notificación o citación, y actas fiscales o policiales de inconcurrencia; sea como fuese, debe 

procurar la plena identificación del omiso, completando y adjuntando el anexo 3 del Protocolo 

Específico de Articulación, Trabajo y Coordinación entre el Ministerio Público y la Policía 

Nacional del Perú, así como la ficha RENIEC respectiva.   

 2.1.4.3. Ubicación y conducción del omiso. Según el protocolo, el fiscal debe coordinar 

la ejecución de la conducción compulsiva con la comisaría del sector donde reside la persona, o 

con la unidad especializada, requiriéndola con la debida anticipación. (Protocolo Específico de 

Articulación, Trabajo y Coordinación entre el Ministerio Público y la Policía Nacional del Perú, 

2018, numeral 5.2.2.1) 

 Como se ha dicho, el representante del Ministerio Público comunica la disposición que 

hace efectivo el apercibimiento de conducción compulsiva a la dependencia policial que 

ejecutará la medida, teniendo en consideración que en aquellos lugares donde no existe Policía 

Judicial asumirá dicha tarea la comisaría del sector; en la referida comunicación se deben señalar 

todos los datos que permitan la ubicación del omiso.  

Si bien desde este punto la ejecución de la medida es exclusiva competencia de la Policía 

Nacional, ello no es óbice para que el fiscal o el personal de su despacho realicen las 

coordinaciones correspondientes con el personal policial, el día fijado para llevar a cabo la 

conducción compulsiva o días previos, a efectos de asegurar su éxito, tomar conocimiento de las 

incidencias que se presenten o evitar la vulneración de derechos.   
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 El personal policial a cargo de ejecutar la medida debe agotar todos los mecanismos para 

garantizar su éxito, consignando todas las incidencias en el informe que remitirá al fiscal (ver 

Anexo G); la intervención policial debe realizarse en la fecha, hora y lugar de la diligencia 

programada, de forma excepcional puede hacerse en un plazo abierto, siempre que el fiscal así lo 

haya ordenado en una disposición motivada. (Protocolo Específico de Articulación, Trabajo y 

Coordinación entre el Ministerio Público y la Policía Nacional del Perú, 2018, numerales 5.2.2.2 

y 5.2.2.3) 

 La Directiva n.° 020-2019-CG-PNP/EMG (2019), establece en sus numerales 7.2.2-7.2.4 

que la policía registra en el sistema informático ESINPOL los mandatos de conducción 

compulsiva que consignan un plazo abierto de ejecución, notifica a la persona sobre la cual recae 

la medida y la pone a disposición de la autoridad requirente; cuando se consigna un plazo de 

cerrado de ejecución, se efectúa la conducción compulsiva en la fecha y hora de la diligencia.  

 En este punto se advierte una primera deficiencia, ya que la directiva policial sobre la 

materia confiere preminencia a los mandatos de conducción compulsiva que no señalan fecha y 

hora de realización de la diligencia, en detrimento de aquellos que señalan un plazo cerrado, al 

punto que no exigen su registro en el sistema, pese a que la práctica demostraría que los últimos 

se presentan con mayor frecuencia.   

 Respecto a las conducciones compulsivas con plazo cerrado, es usual que el personal 

policial se constituya al domicilio del omiso horas o minutos previos a la diligencia programada, 

tomando conocimiento que este ya no reside en el lugar o que no se encuentra en ese momento; 

en otros casos consigue ubicar al individuo, pero este se muestra renuente a colaborar invocando 

su derecho a la inviolabilidad del domicilio; en tales supuestos la policía no tendrá más remedio 

que informar la frustración de la conducción compulsiva.  
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 En cuanto a las medidas ordenadas con plazo abierto, se advierte una mayor probabilidad 

de éxito, ya que posibilitan la realización de acciones de seguimiento policial hasta conseguir la 

ubicación y conducción del omiso, por no tener la medida un coto temporal que limite la 

actuación de la policía; pese a ello, es conveniente reiterar el carácter excepcional de esta 

modalidad.  

Ahora bien, es preciso señalar que la institución policial tiene una serie de dificultades 

que pasan por la falta de logística, que se refleja en la carencia de material de escritorio idóneo 

para la emisión de informes y demás documentos, movilidad para los desplazamientos, así como 

otros enseres para el trabajo de campo; infraestructura inadecuada, ya que usualmente diversas 

unidades policiales comparten los mismos ambientes, pese a realizar trabajos diferenciados; así 

como la falta de personal, lo que también implica la carencia de personal especializado, entre 

otras razones porque es rotado de manera frecuente. (Rosas, 2015) 

Las deficiencias antes anotadas también se ven reflejadas en la ejecución de la 

conducción compulsiva, determinando que en pocas oportunidades tenga éxito la ubicación y 

conducción del omiso; ello se suma a la carencia de procedimientos mucho más meticulosos, 

toda vez que se cuenta con un escueto protocolo y directiva policial que básicamente dicen 

aquello que la norma procesal ya prevé.   

De otro lado, en cierto momento surgió la interrogante si la conducción compulsiva solo 

puede ser ejecutada por órganos de la Policía Nacional, se trate de las comisarías y la Policía 

Judicial, o si el fiscal puede disponer que tal labor la ejecuten otras instituciones que en cierta 

medida tienen competencia en la preservación del orden interno, lucha contra la inseguridad 

ciudadana y apoyo a los órganos del sistema de administración de justicia, como podrían ser las 
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rondas campesinas y nativas, los cuerpos de serenazgo de las municipalidades o las juntas 

vecinales.  

 Sobre el particular, la Casación n.° 684-2016 Huaura nos expone un caso pintoresco en el 

que un fiscal dispuso que las rondas campesinas conduzcan por la fuerza a los presuntos autores 

de un homicidio, para la realización de diligencias; si bien el mandato del fiscal expresamente 

ordenaba el arresto ciudadano, la judicatura entendió que se trataba de una orden impartida en 

ejercicio de su competencia coercitiva, reputándola como un mandato de conducción 

compulsiva, por lo que tal proceder no configuraría una conducta prevaricadora del fiscal. (Corte 

Suprema de Justicia de la República, 2018). 

 Entonces, a nivel jurisprudencial se ha establecido que la ejecución de la conducción 

compulsiva no solo puede encargarse a la Policía Nacional, sino también a las rondas 

campesinas; sin embargo, por un criterio garantista, dicho mandato debería recaer 

exclusivamente en la Policía Nacional, por ser el órgano llamado a brindar auxilio al Ministerio 

Público en la investigación criminal, y solo en casos excepcionales y de extrema necesidad 

encargarse a otras instituciones, bajo márgenes de actuación definidos en la disposición fiscal.  

 2.1.4.4. Realización de la diligencia. La norma no prevé un catálogo específico de 

diligencias que pueden efectuarse recurriendo a la conducción compulsiva, por ende, debe 

entenderse que su uso no se restringe a las declaraciones indagatorias o testimoniales, sino que 

existe un margen amplio de actos de investigación en los que está permitida, claro está, siempre 

que se cumplan los presupuestos de emplazamiento válido bajo apercibimiento e incumplimiento 

por parte del citado.  

 Si la ejecución de la medida tuvo resultado positivo, el omiso es puesto a disposición del 

despacho fiscal por el personal policial, siendo trasladado a la sede de la fiscalía o al lugar donde 
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debe realizarse la diligencia –téngase que en cuenta que ciertas diligencias, como la 

reconstrucción de los hechos, necesariamente deben realizarse fuera de las oficinas del 

Ministerio Público–; el tiempo de la presencia del sujeto sobre el que recae la medida y demás 

aspectos de su actuación obedecerán a la naturaleza del acto de investigación al que ha sido 

convocado. 

 El desarrollo de la diligencia y las incidencias que en esta se presenten deben constar en 

el acta fiscal respectiva, debiendo el representante del Ministerio Público observar las 

formalidades previstas para el acto de investigación y velar por el respeto de los derechos de los 

sujetos procesales y especialmente de la persona conducida por la fuerza pública; esto último en 

consonancia con el principio de objetividad, que implica el no quebrantamiento de las garantías 

fundamentales de los justiciables en los actos de investigación a cargo del fiscal. (Zapata, 2023)  

Ahora bien, es pertinente preguntarnos sobre el procedimiento a seguir cuando 

corresponde llevar adelante la conducción compulsiva, pero, por razones diversas, la diligencia 

deba realizarse de forma virtual, a través de plataformas como Google Hangouts Meet, Zoom, 

Microsoft Teams, entre otras, recurrentes a raíz de la pandemia de COVID-19, situación que 

parece no haberse planteado la norma procesal. 

Al respecto, cabe indicar que mediante Resolución de la Fiscalía de la Nación Nº 610-

2020-MP-FN se autorizó el uso excepcional de herramientas tecnológicas para el desarrollo de 

diligencias fiscales durante el estado de emergencia por el COVID-19, no obstante, pese a ya 

haber concluido dicho estado de cosas, se sigue recurriendo a herramientas tecnológicas para 

realizar diligencias fiscales, en aplicación del principio de celeridad procesal, que permite que 

determinadas actuaciones puedan realizarse recurriendo a medios que garanticen el acortamiento 

de los tiempos.  
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Sobre este punto, la Corte Suprema de Justicia de la República (2023), en la Casación n.° 

1214-2021 Cusco, ha establecido que es posible ordenar la conducción compulsiva aun cuando 

se trate de una diligencia virtual, para cuyo efecto el personal policial debe ubicar y conducir al 

omiso a un ambiente donde pueda enlazarse a la diligencia. Entonces, convenimos en que no hay 

impedimento para el fiscal ordene el traslado por la fuerza de la persona citada para que participe 

en una diligencia virtual.  

2.1.4.5. Levantamiento de la medida. La norma prevé que el fiscal debe levantar la 

medida dentro de las veinticuatro horas posteriores de ejecutada, lo que se justifica al tratarse de 

una medida de carácter temporal, cuyo objetivo se cumple al realizarse la diligencia, por lo que 

no cabe prolongar la incertidumbre respecto a una posible restricción al derecho a la libertad 

personal más allá del momento de la frustración o realización de la diligencia.   

2.2. Fines de la investigación fiscal  

2.2.1. Rol del fiscal en la investigación del delito 

En nuestro país la figura del agente fiscal existe desde los albores de la vida republicana, 

más siempre estuvo vinculado a la labor jurisdiccional, pues dependía directamente del Poder 

Judicial; no fue sino hasta la sanción de la Constitución Política de 1979 cuando el Ministerio 

Público adquiere autonomía funcional, política y administrativa, situación consagrada en su Ley 

Orgánica, Decreto Legislativo n.° 052. 

Si bien fue desvinculado del Poder Judicial, siguió compartiendo labores investigativas 

con los órganos jurisdiccionales, habida cuenta de que el modelo inquisitivo propugnado por el 

Código de Procedimientos Penales confería al juez penal la dirección de la instrucción, etapa 

procesal en la que podía actuar una serie de diligencias, en aras de reunir la prueba sobre la 
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realización del delito, dilucidar la forma y circunstancias en que habría ocurrido, establecer el 

grado de participación de los implicados, entre otros fines. 

Conforme se ha indicado, nuestra actual carta magna reconoce como atribución del 

Ministerio Público la conducción de la investigación del delito desde su inicio, con apoyo de la 

Policía Nacional (Constitución Política del Perú, 1993, artículo 159 inciso 4). En similar tónica, 

la norma procesal prevé que la titularidad del ejercicio público de la acción penal recae en los 

fiscales, como lógica consecuencia de ello dirigen la investigación del delito desde su inicio, en 

defensa de la sociedad. (Código Procesal Penal, 2004, inciso 1 del artículo IV del Título 

Preliminar)  

En ese orden de ideas, Peña Cabrera (2011) destaca que el rol conferido al fiscal por el 

nuevo Código Procesal Penal se condice mejor con las previsiones constitucionales, 

consolidando su función directriz de persecutor público en la investigación del delito, como 

titular y promotor de la acción penal, sobre quien recae la carga de la prueba, lo que tiene 

correspondencia con su posición en el orden jurídico-constitucional y con la vigencia del 

principio acusatorio en el proceso penal; por lo que considera acertado que se haya despojado a 

los jueces de funciones que pongan en cuestionamiento los principios imparcialidad, objetividad 

e independencia, confiriendo a los fiscales la función directriz de la investigación.  

En similar sentido, Reyna (2015) refiere que el nuevo Código Procesal Penal ha 

reformulado los roles procesales, otorgando al Ministerio Público la dirección de la investigación 

preparatoria, con lo que se concreta la asunción del modelo acusatorio que propugna la norma 

adjetiva del 2004; el traslado de dicha función a favor de los fiscales no supone que se 

encuentren exentos de control judicial, toda vez que el aludido cuerpo normativo confiere al juez 
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de la investigación preparatoria la función de tutela de legalidad, que alcanza principalmente a 

las actuaciones del Ministerio Público en la fase de investigación.  

Por su parte, Iparraguirre y Cáceres (2017) acotan que en el modelo procesal acusatorio-

adversarial los fiscales están llamados a cumplir tareas procesales de primer orden, recayendo en 

ellos la conducción la investigación criminal, que realizan con apoyo de la Policía Nacional, la 

que se constituye en el filtro de la carga que pasará al Poder Judicial, pues llegarán a juzgamiento 

solo aquellos casos en los que se hayan colmado los fines de la investigación. 

Siguiendo a San Martín (2020), el rol de conductor de la investigación criminal conferido 

al representante del Ministerio Público se manifiesta, entre otros aspectos, en las siguientes 

atribuciones conferidas por el Código Procesal Penal:  

a. Recibir las denuncias por la presunta comisión de delitos de persecución pública. 

b. Disponer la actuación de actos urgentes e inaplazables para definir si corresponde 

promover la acción penal, pudiendo ejecutarlos de manera directa o encargarlos a la 

institución policial, señalándole las directivas específicas que regirán su actuación.  

c. Controlar jurídicamente el desarrollo de la investigación y definir su estrategia; es decir, 

establece de qué forma se realizarán los actos indagatorios y el método que permita 

alcanzar la finalidad de esclarecimiento de los hechos. 

d. Garantizar el derecho de defensa y otros que asisten al imputado en el desarrollo del 

proceso, así también, que las diligencias se realicen con arreglo a los derechos 

fundamentales. 

e. Requerir al juez las medidas limitativas de derechos que sean necesarias para el 

esclarecimiento de los hechos y para asegurar las fuentes de prueba, así como las medidas 
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de coerción tendientes a asegurar la eficacia del proceso y de la sentencia que 

posteriormente se emitirá.  

En suma, queda claro que el vigente modelo procesal penal ha conferido a los fiscales el 

monopolio de la investigación del delito, para lo cual se encuentran autorizados a realizar una 

multiplicidad de actos indagatorios o diligencias que les permitan dilucidar y resolver los hechos 

presuntamente delictivos que les son puestos en conocimiento, y de este modo determinar si 

promueven la acción penal o por el contrario se abstienen de su ejercicio. 

2.2.2. La investigación preliminar 

Siguiendo a Peña Cabrera (2011), la investigación preliminar es un estadio preprocesal 

donde se realizan las primeras averiguaciones sobre la presunta perpetración del delito; 

inmediatamente después de haber tomado conocimiento de la noticia criminal, el fiscal se 

encuentra en la obligación de promover una investigación y de realizar diligencias preliminares, 

generalmente con auxilio de la Policía Nacional, a fin de determinar si existen indicios 

razonables de la comisión del delito.  

El fiscal debe disponer la realización de diligencias preliminares, claro está, cuando estas 

sean necesarias, ya que en ciertos casos las evidencias recabadas en la escena del crimen o los 

recaudos de la denuncia pueden ser suficientes para estimar que ha ocurrido un acto delictivo, 

correspondiendo la formalización de la investigación preparatoria sin haber previamente 

realizado diligencias preliminares. (Vásquez, 2020) 

Respecto a esto último, Sánchez (2022) muestra cierto reparo, al afirmar que siempre que 

hay investigación preparatoria es porque previamente han existido diligencias preliminares, 

mientras que estas últimas sí tienen autonomía, dado que a su culminación el fiscal puede optar 

por formalizar la investigación preparatoria o disponer el archivo de lo actuado.  
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La práctica demuestra que los fiscales optan por realizar diligencias preliminares antes de 

formalizar la investigación preparatoria, pero ello no descarta la situación que nos expone 

Vásquez, la cual es permitida por la norma procesal y puede darse, además de los casos de 

denuncias de parte debidamente sustentadas, cuando la policía haya recabado evidencias 

contundentes antes de comunicar la noticia criminal al Ministerio Público, puesto que si esto 

ocurre con posterioridad necesariamente debe realizarse en el marco de las diligencias 

preliminares ordenadas por el fiscal.  

Conforme se ha expuesto, el fiscal puede promover la investigación preliminar de oficio o 

a instancia de parte, aunque la Policía Nacional también se encuentra facultada a recibir 

denuncias y a realizar diligencias urgentes ni bien toma conocimiento de la comisión de un 

delito, debiendo comunicar dicha noticia al representante del Ministerio Público de forma 

obligatoria y en el menor plazo posible, pues como se ha dicho el fiscal es el director de la 

investigación, mientras que la policía está llamada a coadyuvar con dicha función constitucional. 

En ese sentido, la Policía Nacional cumple un rol trascendental durante las diligencias 

preliminares, ya que en la mayoría de casos el Ministerio Público le encarga las labores 

investigativas, al amparo de los artículos 67, 68 y 331 del Código Procesal Penal, cuyo resultado 

se materializa en el informe policial, que debe remitirse al Ministerio Público antes de que 

concluya el plazo de investigación, para que el fiscal se pronuncie sobre su mérito.  

El informe policial contiene los antecedentes que motivaron la intervención de la 

mencionada entidad, el detalle de las diligencias efectuadas y el análisis de los hechos 

investigados, prescindiendo de efectuar calificaciones jurídicas –en apartamiento de los atestados 

que se emitían en el viejo modelo procesal penal–; al que se adjuntan las actas levantadas, las 
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manifestaciones, pericias, documentos recibidos y todo lo que sea necesario para el 

esclarecimiento de los hechos. (Código Procesal Penal, 2004, artículo 332) 

En lo que respecta a las diligencias que pueden realizarse durante la investigación 

preliminar no existe una lista cerrada, sino que puede llevarse a cabo cuanto acto de 

investigación se considere necesario, siempre que sea urgente e inaplazable, según la naturaleza 

del delito investigado, como es el caso del levantamiento del cadáver, la necropsia, examen de 

vísceras y materias sospechosas, o evaluación por lesiones y agresión sexual.  

Además, otras como declaraciones, pericias, inspecciones, requerimientos de 

información, reconocimiento de personas, y reconocimiento o visualización de documentos; por 

ello se sostiene que aun durante este estadio, cuando se requiera la presencia de alguna persona y 

esta se muestre renuente a concurrir a la diligencia, es posible ejecutar la conducción 

compulsiva, a efectos de asegurar que se lleve a cabo dicha actuación.   

El fiscal valorará el informe policial, en caso haya encomendado las diligencias a la 

policía, o lo actuado en sede fiscal, y si estima que se cumplen los presupuestos del artículo 336 

del Código Procesal Penal emitirá la disposición de formalización y continuación de la 

investigación preparatoria, aunque también puede instar la aplicación de mecanismos de 

simplificación procesal, siempre que se colmen sus requisitos; caso contrario dispondrá el 

archivo provisional o definitivo de lo actuado mediante disposición motivada, la cual es pasible 

de impugnación mediante recurso de elevación de actuados.  

2.2.3. La investigación preparatoria 

Según Reyna (2015), la investigación preparatoria tiene una función instrumental, ya que 

permitirá al Ministerio Público determinar la existencia de una causa probable de responsabilidad 

penal, y de este modo establecer si corresponde acusar o solicitar el sobreseimiento de la causa; 
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para dicho efecto, en el decurso de la investigación debe determinar si la conducta imputada es 

delictuosa, la plena identidad del autor o partícipe y de la víctima, así como el daño causado, 

conforme prevé la norma procesal.  

Se trata de una fase del proceso en la que se ejecutan diversos actos tendientes al acopio 

de pruebas que puedan sostener la etapa intermedia, fijar la viabilidad de llevar a juzgamiento 

una causa que revela indicios objetivos de criminalidad o, caso contrario, la imposibilidad de 

llevar a juzgamiento un caso que no se adecúa a los requisitos exigidos para continuar 

accionando el aparato persecutorio del Estado. (Peña Cabrera, 2011) 

En cuanto a los requisitos para la arribar a este estadio procesal, tenemos que:  

Si de la denuncia, del Informe Policial o de las Diligencias Preliminares que realizó [el 

fiscal], aparecen indicios reveladores de la existencia de un delito, que la acción penal no 

ha prescrito, que se ha individualizado al imputado y que, si fuera el caso, se han 

satisfecho los requisitos de procedibilidad, dispondrá la formalización y la continuación 

de la Investigación Preparatoria. (Código Procesal Penal, 2004, artículo 336 inciso 1) 

Estos requisitos tienen el carácter de concurrentes, salvo el referido a la satisfacción de 

requisitos de procedibilidad, que solo es aplicable en situaciones específicas –como puede ser el 

protesto oportuno del cheque en el delito de libramiento indebido–, de lo que se colige que de no 

verificarse dichos presupuestos no corresponderá formalizar la investigación preparatoria, sino 

disponer el archivo del caso.  

En cuanto a la sospecha reveladora exigida para formalizar investigación preparatoria, la 

Corte Suprema de Justicia de la República (2017), en la Sentencia Plenaria Casatoria n.° 1-

2017/CIJ-433, ha señalado que se trata de un grado intermedio de sospecha que consiste en la 

existencia de hechos que denoten la realización de una determinada conducta delictiva, la 
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presencia de elementos de convicción de mediano nivel de acreditación que sirvan para iniciar un 

proceso penal, de manera inmediata, y como presupuesto para la acusación e inicio del juicio 

oral, de forma mediata.  

En ese sentido, el fiscal debe ser escrupuloso al momento de valorar lo actuado durante 

las diligencias preliminares y definir, concienzudamente, si los elementos de convicción 

obtenidos ameritan la formalización de la investigación preparatoria, teniendo también en cuenta 

un criterio de probabilidad de éxito de la investigación y de racionalización de la carga procesal; 

ya que, de llevar adelante un caso que actualmente no tiene futuro –en la creencia  de que pueden 

obtenerse mayores elementos de convicción– no hará más que generar esfuerzos innecesarios 

que deberían emplearse en casos que sí requieren urgente atención.  

Si el representante del Ministerio Público estima que se satisfacen tales requisitos, emitirá 

la disposición fiscal respectiva. El Código Procesal Penal (2004), en el inciso 2 de su artículo 

336, prevé que dicho pronunciamiento necesariamente debe contener:  

a. El nombre completo del imputado, dado que obligatoriamente la imputación debe recaer 

sobre persona debidamente identificada.   

b. Los hechos, los cuales deben estar delimitados espacial y temporalmente, señalándose las 

circunstancias específicas de su realización, en cumplimiento del principio de imputación 

necesaria; claro está, cuando ello sea materialmente posible, dado que 

jurisprudencialmente se ha establecido que no en todos los casos es factible conocer 

situaciones específicas del evento incriminado. 

c. La tipificación respectiva, pudiendo consignarse tipificaciones alternativas; esto es, la 

calificación jurídica, el tipo penal dentro del cual se enmarcan los hechos imputados.  
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d. El nombre del agraviado, en caso haya sido identificado; de no ser ello así, el fiscal 

asume la defensa de sus intereses. 

e. Las diligencias que deben actuarse, conforme a la naturaleza de los hechos investigados; 

teniendo en consideración que no pueden repetirse aquellas que se han realizado durante 

la investigación preliminar, salvo que se advierta grave defecto o deban completarse a 

partir de la obtención de elementos de convicción.  

Adicionalmente, la disposición de formalización y continuación de la investigación 

preparatoria debe indicar las medidas de coerción de carácter personal o real que recaerán sobre 

el imputado, cuya imposición se requerirá al órgano jurisdiccional; así como el plazo de 

investigación, el cual ordinariamente es de ciento veinte días, ocho meses para los casos 

complejos y de treinta y seis meses para los casos de criminalidad organizada; respecto a los 

plazos de la investigación fiscal, véase la Figura 1.  

Figura 1  

Plazos de la investigación fiscal 
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Nota. La figura nos muestra los plazos procesales según el Código Procesal Penal y la 

jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la República. Tomado de Plazos en el proceso 

penal peruano [cuadros esquemáticos], por J. G. Blas, 2020, LP Pasión por el Derecho. 

https://lpderecho.pe/plazos-en-el-proceso-penal-peruano-cuadros-esquematicos/. 

En el estadio de investigación preparatoria el fiscal puede realizar todas las diligencias 

que considere pertinentes y útiles e incluso las solicitadas por los sujetos procesales, bajo los 

mismos criterios. Sobre el particular, Sánchez (2009) nos dice que se trata de diligencias que 

complementan o amplían las realizadas durante la investigación preliminar, siendo las más 

resaltantes las siguientes:  

• La declaración del imputado, a efectos de que brinde sus descargos sobre los hechos que 

se le imputan, aporte su versión sobre la forma y circunstancias del evento incriminado, 

de su participación y la de otras personas, así como otros datos relevantes para la 

investigación.   

• La declaración de testigos, para que depongan sobre aquello que han percibido y que 

guarda relación con el objeto de prueba, o sobre lo que conocen de forma indirecta; 

conforme ya se ha dicho, el testigo tiene la obligación de concurrir a las citaciones 

fiscales, su inconcurrencia a la primera citación determinará su conducción compulsiva.  

• La declaración del agraviado, para que precise la forma y circunstancias de la 

perpetración del delito, aspectos propios de la conducta perpetrada por el agente, los 

medios utilizados y sobre otras circunstancias referentes al hecho investigado; la 

declaración del agraviado se hace imprescindible sobre todo en aquellos casos en los que 

ha sido sujeto pasivo de la acción.  

https://lpderecho.pe/plazos-en-el-proceso-penal-peruano-cuadros-esquematicos/
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• La pericia, cuando se requiera un pronunciamiento científico, técnico, artístico o de 

experiencia calificada, para dilucidar un determinado aspecto que es materia de 

indagación; para tal efecto el fiscal nombrará un perito, quien tendrá la calidad de perito 

oficial, señalando el objeto de la pericia, el plazo de entrega del informe policial, entre 

otros aspectos.  

• Los documentos, los cuales el fiscal requerirá a quien los tenga en su poder, pudiendo 

ordenar respecto a estos diligencias de reconocimiento o visualización.  

• El reconocimiento de personas, llamado también reconocimiento en rueda, que 

generalmente se realiza para las víctimas o testigos individualicen al imputado entre otras 

personas.  

• La inspección y reconstrucción de los hechos, la primera está orientada al examen de la 

escena del crimen y recojo de evidencias, mientras que la segunda consiste en la 

reproducción de forma artificial del delito o parte de este, en virtud de las versiones 

obtenidas durante la investigación.  

• Además, generalmente en los casos de criminalidad organizada, suelen aplicarse técnicas 

especiales de investigación como la circulación y entrega vigilada de bienes delictivos, y 

el agente encubierto.  

En la línea de razonamiento planteado, es adecuado sostener que, si el fiscal es el director 

de la investigación preparatoria y que como tal ordena la realización de diligencias, se encuentra 

plenamente justificado que ejercite su facultad coercitiva –conducción compulsiva– respecto a 

quienes frustren indebidamente las diligencias con su inconcurrencia.  
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2.2.4. Fines de la investigación preliminar  

Habiendo expuesto sucintamente las notas características de la investigación preliminar, 

es conveniente detenerse en los fines que esta persigue, aunque estos son fácilmente deducibles a 

partir de lo indicado en líneas precedentes. Así pues, tenemos que:  

Las Diligencias Preliminares tienen por finalidad inmediata realizar los actos urgentes o 

inaplazables destinados a determinar si han tenido lugar los hechos objeto de 

conocimiento y su delictuosidad, así como asegurar los elementos materiales de su 

comisión, individualizar a las personas involucradas en su comisión, incluyendo a los 

agraviados, y, dentro de los límites de la Ley, asegurarlas debidamente. (Código Procesal 

Penal, 2004, artículo 330 inciso 2) 

En ese sentido, Vásquez (2020) entiende que el citado precepto legal alude a tres fines 

fundamentales: i) la realización de actos tendientes a establecer si los hechos denunciados son 

reales y si configuran ilícitos penales; ii) asegurar la escena del crimen y la evidencia de la 

perpetración del delito; y iii) la individualización del imputado y agraviado; aquellas actuaciones 

que no se encuentren dentro de dichos parámetros no deben realizarse durante la subfase de 

diligencias preliminares.  

Por su parte, Iparraguirre y Cáceres (2017) inciden en que el fiscal realizará los actos de 

averiguación destinados a recabar la prueba que confirme sus presunciones, es decir, existe una 

finalidad inmediata sustentada en la posible pérdida de evidencias luego de la comisión del 

delito, por lo que el fiscal encamina sus actuaciones a asegurar tales evidencias, y a la par se 

enfoca en la dilucidación de la realidad de los hechos y la identificación de los involucrados.  

Así pues, las diligencias preliminares se fundamentan en la necesidad de verificar el 

contenido y verosimilitud de la denuncia o de los hechos de los que el fiscal ha tomado 
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conocimiento; de recoger aquellos elementos que tengan contenido probatorio y de asegurarlos; 

de adoptar las primeras medidas coercitivas; y de decidir si los elementos recabados bastan para 

formalizar investigación preparatoria. (Pastor, 2016) 

Estando a lo antes señalado, es factible sostener que la investigación preliminar persigue 

los siguientes fines:  

2.2.4.1. Determinar la realidad de los hechos investigados. El fiscal puede tomar 

conocimiento de hechos de presunta connotación penal de diversas maneras, sea que inicie 

investigación de oficio o a pedido de parte necesariamente debe realizar actos orientados a 

establecer si los hechos que está investigando realmente ocurrieron, y si sucedieron de la forma 

como se le han presentado. Las circunstancias específicas del evento criminal pueden dilucidarse 

en el decurso de la investigación, pero si el hecho nunca ocurrió corresponderá el inmediato 

archivo de lo actuado.  

2.2.4.2. Determinar la delictuosidad de los hechos investigados. Se debe verificar si 

los hechos son típicos, es decir, si están previstos como delito y si se adecúan a la conducta 

descrita en la norma penal; dicha finalidad también implica que debe comprobarse si no 

concurren causas de justificación, excusas absolutorias, causas de extinción de la acción penal y 

si se satisfacen las condiciones objetivas de punibilidad, de ser el caso.  

2.2.4.3. Identificar al imputado y al agraviado. Es imprescindible que se haya 

identificado plenamente al imputado si se pretende formalizar investigación preparatoria, de ahí 

que previamente deben realizarse todos los actos tendientes a conseguir dicho propósito; en lo 

que respecta al agraviado, nos encontramos en el ámbito de la posibilidad, ya que su 

individualización no es un requisito que condicione el destino del caso.  
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2.2.4.4. Recabar elementos de convicción. Nótese que la norma hace referencia a 

asegurar los elementos materiales de la comisión del delito, pero no en todos los casos se cuenta 

con prueba material, sino que la prueba –incipiente en este estadio– se obtiene a partir de los 

actos de investigación desplegados al tomar conocimiento de la noticia criminal; de ahí que se 

considera adecuado sostener que la finalidad, en sentido amplio, implica recabar los elementos 

de convicción que determinen si corresponde formalizar la investigación preparatoria o, en su 

defecto, ordenar el archivo de lo actuado; ello si tenemos en consideración que los elementos de 

convicción vienen definidos como las “(…) sospechas, indicios, huellas, pesquisas y actos de 

investigación que realiza el Ministerio Público en la etapa preliminar e investigación preparatoria 

formalizada, para estimar razonablemente la comisión de un delito que vincule al imputado como 

autor o partícipe del mismo” (Campos, 2022, párr. 7).  

2.2.5. Fines de la investigación preparatoria 

En similar tónica, la norma procesal prevé que: 

La Investigación Preparatoria persigue reunir los elementos de convicción, de cargo y de 

descargo, que permitan al Fiscal decidir si formula o no acusación y, en su caso, al 

imputado preparar su defensa. Tiene por finalidad determinar si la conducta incriminada 

es delictuosa, las circunstancias o móviles de la perpetración, la identidad del autor o 

partícipe y de la víctima, así como la existencia del daño causado. (Código Procesal 

Penal, 2004, artículo 321 inciso 1) 

Como puede advertirse, el fiscal no solo está llamado a recabar los elementos de 

convicción de cargo, que sustenten su teoría del caso, sino también de descargo, que puede 

favorecer a la postura defensiva de la persona a la que se le imputa un delito, determinando su 

inocencia o menor grado de participación en el evento incriminado; ello se fundamenta en que el 
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fiscal no solo es titular del ejercicio de la acción penal, sino también defensor de la legalidad y 

de la sociedad. (Iparraguirre y Cáceres, 2017) 

Siguiendo a San Martín (2020), la investigación preparatoria tiene por finalidad hacer 

posible en enjuiciamiento, mediante la fijación previa del hecho delictivo y de su presunto autor, 

para lo cual se efectúan actos de investigación y otros que no necesariamente tienen dicha 

naturaleza; se busca superar la duda respecto a los hechos que son materia de conocimiento, a 

través de medios legalmente autorizados, por lo que resulta de utilidad tanto para el fiscal como 

para las demás partes.  

En similar sentido, Sánchez (2022) incide en que la investigación preparatoria busca 

recabar los elementos de convicción que el fiscal necesita para sustentar su acusación escrita o, 

en su defecto, el pedido de sobreseimiento; en ese interín debe determinar la existencia del 

delito, la forma y circunstancias de su comisión, la participación delictiva, el daño causado, entre 

otros aspectos.  

Así las cosas, al explicar los rasgos esenciales de la investigación preparatoria se dejó 

establecido que prepara el camino para la etapa de juzgamiento, ese es el sentido que le da la 

norma procesal y así lo entienden los principales tratadistas de nuestro medio jurídico; también 

se ha dicho que las diligencias efectuadas durante esta fase complementan o amplían las 

realizadas durante la investigación preliminar, las cuales serán valoradas de forma conjunta 

cuando se deba decidir si se acusa o se solicita el sobreseimiento de la causa.  

Es que los fines de la investigación preparatoria no son ajenos a los de las diligencias 

preliminares, si se tiene en cuenta que las segundas forman parte de la primera, la diferencia 

estriba principalmente en el estándar probatorio que se exige en cada una de ellas para dar paso 

al estadio procesal siguiente; si se han cumplido los fines de la investigación preliminar 
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sostendremos que existe un nivel de sospecha reveladora que amerita la formalización de 

investigación preparatoria, y si esta última ha tenido éxito diremos que se ha alcanzado sospecha 

suficiente para acusar e ir a juicio oral público y contradictorio.   

En ese orden de ideas, es posible sostener que la investigación preparatoria tiene las 

siguientes finalidades:  

2.2.5.1. Recabar elementos de convicción. La norma hace la salvedad que se busca 

obtener los elementos de convicción que sirvan tanto al Ministerio Público como a la defensa, 

para sustentar su teoría del caso y formular sus pretensiones cuando se concluya la etapa 

investigativa, ello obedece a que a estas alturas ya se cuenta con una imputación formal que se ha 

construido en el decurso de la investigación, que amerita que el imputado cuente con los 

mecanismos que le permitan afrontar un eventual juzgamiento. 

2.2.5.2. Determinar la delictuosidad de los hechos investigados. Se entiende que el 

fiscal realizó el juicio de tipicidad al concluir las diligencias preliminares y si decidió que 

correspondía formalizar la investigación preparatoria fue porque el hecho investigado sí 

constituía delito; no obstante, a partir de lo actuado en esta fase pueden llegar a conocerse 

aspectos del hecho que generen convicción sobre su atipicidad, también el tipo penal puede ser 

derogado o modificado cuando aún está en curso la investigación, dejando de ser punible la 

conducta incriminada, por lo que corresponderá que el fiscal requiera el sobreseimiento de la 

causa; situación similar ocurrirá en caso de que sobrevenga una causa de extinción de la acción 

penal, como puede ser la muerte de imputado o la prescripción, si bien el hecho es típico, 

necesariamente deberá cesar la persecución estatal. 

2.2.5.3. Determinar las circunstancias de los hechos investigados. Siempre será 

recomendable que la imputación cuente con un relato pormenorizado de los hechos, con 
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indicación la fecha, hora y lugar en que ocurrió el evento de connotación penal; es así que, a 

partir de los actos de investigación realizados, se tendrá un mejor panorama de la forma y 

circunstancias en que se perpetró el delito; el marco de imputación puede variar en función de la 

progresividad y dinamismo de la investigación, ya que pueden existir situaciones que se 

desconocían durante las diligencias preliminares, pero que han fluido durante la investigación 

preparatoria, llegando el fiscal al convencimiento de que forman parte de las circunstancias 

precedentes, concomitantes o posteriores del delito; por lo que corresponderá el esclarecimiento, 

precisión y determinación de los hechos. (Reynaldi, 2021) 

2.2.5.4. Identificar al imputado y al agraviado. Para la formalización de la 

investigación preparatoria ha debido existir por lo menos un imputado plenamente identificado, 

sin embargo, es posible que a partir de las diligencias realizadas se establezca la participación de 

otros individuos en el hecho punible, lo que ameritará su incorporación a la investigación y al 

proceso penal en calidad de imputados; de modo semejante, pueden identificarse otras víctimas, 

las cuales también deben ser comprendidas en la causa, a efectos de que posteriormente puedan 

formular su pretensión civil. 

2.2.5.5. Determinar la existencia del daño causado. El resarcimiento del daño causado 

a la víctima se materializa en la reparación civil que se fija junto con la pena; en ese sentido, los 

actos de investigación también deben orientarse a establecer la concurrencia de los elementos 

configurativos de la responsabilidad civil, a saber: la antijuridicidad, el factor de atribución, la 

relación de causalidad y el daño propiamente dicho. Para dicho efecto el agraviado debe 

constituirse en actor civil antes de la culminación de la investigación preparatoria y proponer 

aquellas diligencias relativas al objeto de prueba constituido por el daño ocasionado, sin 
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perjuicio de preparar los medios de prueba que atañen a su postura, para que sean actuados en 

juicio oral. (Arbulú, 2015) 

2.2.6. Corolario sobre los fines de la investigación fiscal 

Asumiendo que la investigación fiscal es una sola, ya que por imperativo legal las 

diligencias preliminares forman parte de la investigación preparatoria, homologando los 

objetivos que el Código Procesal Penal prevé en sus artículos 321 y 330, y a partir de una 

interpretación sistemática de la norma, se puede colegir que la investigación fiscal, de modo 

global, tiene los siguientes fines: 

a. Determinar la realidad de los hechos investigados y sus circunstancias. 

b. Determinar la delictuosidad de los hechos investigados.  

c.  Identificar al imputado y al agraviado. 

d. Obtener elementos de convicción. 

e.  Determinar la existencia del daño causado.  
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III. MÉTODO 

3.1. Tipo de investigación  

La presente investigación es cuantitativa, ya que busca establecer la magnitud del 

fenómeno y probar las hipótesis. Este enfoque implica que el investigador formula un problema 

de estudio; revisa los antecedentes y elabora un marco teórico; plantea una o varias hipótesis y 

las somete a prueba; recolecta datos que aparecen de forma numérica, a través de procedimientos 

estandarizados; analiza los datos recurriendo a métodos estadísticos; interpreta los resultados con 

relación a las hipótesis y la teoría; finalmente, establece una discusión, confirmando o 

descartando las hipótesis. (Hernández-Sampieri y Mendoza, 2018) 

 Siguiendo a Aranzamendi y Humpiri (2021), en las investigaciones jurídicas se 

recurrirá al enfoque cuantitativo cuando se requiera medir las variables para abordar el tema de 

estudio, lo que implica la aplicación de instrumentos estructurados para la recolección de datos, 

así como la utilización de la estadística para el análisis de dicha información, con el objeto de 

corroborar las hipótesis y establecer reglas generales.  

3.1.1. Nivel de investigación  

La presente investigación es descriptiva y explicativa, ya que pretende describir y definir 

un determinado fenómeno que ocurre en la realidad, así como explicar los factores causales de la 

ocurrencia de dicho fenómeno y de qué manera se presenta, lo que pasa por establecer la forma 

como se relacionan las variables. 

3.1.2. Diseño 

 La presente investigación es no experimental de tipo correlacional, ya que pretende 

establecer la forma como se relacionan las variables, sin manipularlas para dicho fin. Además, se 
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ha examinado lo indagado previamente, las teorías existentes, el marco normativo de los 

institutos procesales que son materia del presente trabajo académico, entre otros.  

3.1.3. Método 

 En la presente tesis se recurre al método hipotético-deductivo, pues del conocimiento 

teórico se extraen determinadas suposiciones o predicciones (hipótesis), las cuales se someten a 

prueba a fin de descartarlas o confirmarlas, es decir, se utiliza un razonamiento deductivo, que va 

de lo general a lo particular.  

3.2. Ámbito temporal y espacial 

La investigación abarca el periodo comprendido entre el 2022 y 2023, y se desarrolla en 

el Distrito Fiscal de Lima Centro, que geográficamente comprende los distritos de Cercado de 

Lima, Breña, Rímac, Jesús María, La Victoria, San Luis, Magdalena del Mar, San Miguel, 

Pueblo Libre, San Isidro, Lince, Santiago de Surco, Barranco, Miraflores, Surquillo y San Borja.   

3.3. Variables  

V1: Conducción compulsiva.  

V2: Fines de la investigación fiscal.  

Respecto a la operacionalización de las variables, véase el Anexo B.  

3.4. Población y muestra 

La población viene definida por 93 fiscales penales, entre superiores y provinciales, 

pertenecientes a las Fiscalías Corporativas Penales de Cercado de Lima, Breña, Rímac, Jesús 

María, La Victoria, San Luis, Magdalena del Mar, San Miguel, Pueblo Libre, San Isidro, Lince, 

Santiago de Surco, Barranco, Miraflores, Surquillo y San Borja, del Distrito Fiscal de Lima 

Centro. 

A efectos de obtener la muestra aplicamos la siguiente fórmula: 



65 

 

 
 

 

Donde:  

n = tamaño de la muestra.  

N = tamaño de la población.  

Z = nivel de confianza del 95%, asumiendo el valor 1.96.  

P = proporción esperada, siendo del 50%.  

e= error permitido, siendo del 5%.  

Reemplazando los valores obtenemos que la muestra es de 75 fiscales, a quienes se 

aplicará el instrumento de recolección de datos escogido.  

3.5. Instrumentos  

En la presente investigación se utilizará la encuesta como instrumento de recolección de 

datos, bajo el método de medición denominado escala de Likert (ver Anexo C).  

3.6. Procedimientos  

Para la prosecución de los objetivos del presente trabajo académico se seguirá el siguiente 

procedimiento:  

• Recopilación y revisión de material bibliográfico, de diversas fuentes confiables, sobre 

los antecedentes y teorías de la presente investigación.  

• Recolección de datos empíricos sobre el fenómeno que es materia de estudio, en el 

caso concreto mediante la aplicación de encuestas a 75 fiscales del Distrito Fiscal de 

Lima Centro. 

• Procesamiento de la información y obtención de resultados. 
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3.7.  Análisis de datos 

La información empírica obtenida será procesada mediante Microsoft Excel, los 

resultados se plasmarán por medio de gráficos, de modo tal que se reflejen de forma porcentual, 

lo que permitirá su interpretación y arribo a conclusiones que confirmen o descarten las hipótesis 

planteadas. Sobre la tabulación de los resultados, véase el Anexo D.  

3.8. Consideraciones éticas 

El trabajo es original, ya que incide en problemas de la realidad que han sido poco 

abordados; en aquellos casos en los que se ha requerido plasmar las ideas de otros autores, se ha 

recurrido al sistema estandarizado de citado Normas APA, séptima edición. 
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IV. RESULTADOS 

4.1. Análisis e interpretación de los resultados 

 La encuesta constó de 18 preguntas, las cuales se estructuraron de acuerdo con las 

variables, dimensiones e indicadores, con respuestas de opción múltiple, conforme a los 

lineamientos de la escala de Likert, buscando conocer el nivel de aceptación o rechazo de los 

encuestados respecto a ciertos planteamientos sobre el tema de estudio. 

Como se ha indicado, la unidad de análisis está definida por 75 fiscales penales del 

Distrito Fiscal de Lima Centro, quienes han respondido de forma anónima la encuesta mediante 

la plataforma Google Forms; los datos obtenidos fueron procesados mediante la herramienta 

Microsoft Excel y seguidamente se muestran mediante tablas y gráficos, elaborados íntegramente 

por el autor:  

4.1.1. Pregunta 1 

¿Considera usted que frecuentemente los fiscales programan diligencias bajo 

apercibimiento de conducción compulsiva en caso de inconcurrencia injustificada? 

Tabla 1  

Citación fiscal bajo apercibimiento 

Respuestas Frecuencia % 

Totalmente en desacuerdo 1 1.33% 

En desacuerdo 8 10.67% 

Ni de acuerdo ni en 

desacuerdo 
1 1.33% 

De acuerdo 40 53.33% 

Totalmente de acuerdo 25 33.33% 

Total 75 100.00% 
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Figura 2  

Citación fiscal bajo apercibimiento 

 

Interpretación: Respecto al planteamiento de que los fiscales frecuentemente programan 

diligencias bajo apercibimiento de conducción compulsiva en caso de inconcurrencia 

injustificada, el 33.33% de los encuestados se mostró totalmente de acuerdo, el 53.33% de 

acuerdo, el 1.33% ni de acuerdo ni en desacuerdo, el 10.67% en desacuerdo y el 1.33% 

totalmente en desacuerdo; lo que revela un alto grado de conformidad respecto a que los fiscales 

del Distrito Fiscal de Lima Centro, durante el 2022 y 2023, de manera constante hacen uso de su 

facultad de citación a diligencias bajo apercibimiento de conducción compulsiva.  

4.1.2. Pregunta 2 

¿Considera usted que en pocas oportunidades los fiscales hacen efectivo el 

apercibimiento decretado y disponen la ejecución de la conducción compulsiva? 

Tabla 2  

Disposición fiscal que ordena la ejecución de la medida 
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Respuestas Frecuencia % 

Totalmente en desacuerdo 1 1.33% 

En desacuerdo 5 6.67% 

Ni de acuerdo ni en 

desacuerdo 
4 5.33% 

De acuerdo 42 56.00% 

Totalmente de acuerdo 23 30.67% 

Total 75 100.00% 

 

Figura 3 

Disposición fiscal que ordena la ejecución de la medida 

 

Interpretación: Respecto al planteamiento de que en pocas oportunidades los fiscales 

hacen efectivo el apercibimiento decretado y disponen la ejecución de la conducción compulsiva, 

el 30.67% de los encuestados se mostró totalmente de acuerdo, el 56.00% de acuerdo, el 5.33% 

ni de acuerdo ni en desacuerdo, el 6.67% en desacuerdo y el 1.33% totalmente en desacuerdo; lo 

cual revela un alto grado de conformidad respecto a que los fiscales del Distrito Fiscal de Lima 

Centro, durante el 2022 y 2023, con poca frecuencia disponen que la citación a diligencias bajo 
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apercibimiento de conducción compulsiva se materialice en un auténtico mandato de conducción 

compulsiva, mediante la emisión de una disposición fiscal debidamente motivada.  

4.1.3. Pregunta 3 

¿Considera usted que en pocas ocasiones la Policía Nacional consigue ubicar y conducir 

al omiso a las diligencias fiscales? 

Tabla 3  

Ubicación y conducción del omiso 

Respuestas Frecuencia % 

Totalmente en desacuerdo 1 1.33% 

En desacuerdo 2 2.67% 

Ni de acuerdo ni en 

desacuerdo 
2 2.67% 

De acuerdo 46 61.33% 

Totalmente de acuerdo 24 32.00% 

Total 75 100.00% 

 

Figura 4  

Ubicación y conducción del omiso 



71 

 

 
 

 

Interpretación: Respecto al planteamiento de que en pocas ocasiones la Policía Nacional 

consigue ubicar y conducir al omiso a las diligencias fiscales, el 32.00% de los encuestados se 

mostró totalmente de acuerdo, el 61.33% de acuerdo, el 2.67% ni de acuerdo ni en desacuerdo, el 

2.67% en desacuerdo y el 1.33% totalmente en desacuerdo; lo cual revela un alto grado de 

conformidad respecto a que en los casos donde los fiscales del Distrito Fiscal de Lima Centro, 

durante el 2022 y 2023, disponen que se ejecute la conducción compulsiva, con poca frecuencia 

el personal policial consigue ubicar y conducir a la diligencia fiscal a la persona sobre la que 

recae la medida.  

4.1.4. Pregunta 4 

¿Considera usted que en pocas ocasiones la Policía Nacional agota todos los medios para 

conseguir que la conducción compulsiva tenga éxito? 

Tabla 4  

Ubicación y conducción del omiso 

Respuestas Frecuencia % 

Totalmente en desacuerdo 3 4.00% 

1.33%
2.67% 2.67%

61.33%

32.00%

%
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En desacuerdo 6 8.00% 

Ni de acuerdo ni en 

desacuerdo 
3 4.00% 

De acuerdo 38 50.67% 

Totalmente de acuerdo 25 33.33% 

Total 75 100.00% 

 

Figura 5  

Ubicación y conducción del omiso 

 

Interpretación: Respecto al planteamiento de que en pocas ocasiones la Policía Nacional 

agota todos los medios para conseguir que la conducción compulsiva tenga éxito, el 33.33% de 

los encuestados se mostró totalmente de acuerdo, el 50.67% de acuerdo, el 4.00% ni de acuerdo 

ni en desacuerdo, el 8.00% en desacuerdo y el 4.00% totalmente en desacuerdo; lo cual revela un 

alto grado de conformidad respecto a que en los casos donde los fiscales del Distrito Fiscal de 

Lima Centro, durante el 2022 y 2023, disponen que se ejecute la conducción compulsiva, con 

poca frecuencia el personal policial agota todos los medios para que esta cumpla su objeto.  

4.1.5. Pregunta 5 
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¿Considera usted que la poca capacidad logística y operativa del Ministerio Público y de 

la Policía Nacional son razones de la inejecución de la conducción compulsiva? 

Tabla 5  

Ubicación y conducción del omiso 

Respuestas Frecuencia % 

Totalmente en desacuerdo 2 2.67% 

En desacuerdo 4 5.33% 

Ni de acuerdo ni en 

desacuerdo 
4 5.33% 

De acuerdo 44 58.67% 

Totalmente de acuerdo 21 28.00% 

Total 75 100.00% 

 

Figura 6  

Ubicación y conducción del omiso 

 

Interpretación: Respecto al planteamiento de que la poca capacidad logística y operativa 

del Ministerio Público y de la Policía Nacional son razones de la inejecución de la conducción 
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compulsiva, el 28.00% de los encuestados se mostró totalmente de acuerdo, el 58.67% de 

acuerdo, el 5.33% ni de acuerdo ni en desacuerdo, el 5.33% en desacuerdo y el 2.67% totalmente 

en desacuerdo; lo cual revela un alto grado de conformidad respecto a que los mandatos de 

conducción compulsiva ordenados por los fiscales del Distrito Fiscal de Lima Centro, durante el 

2022 y 2023, no tienen éxito, entre otras razones, debido a la limitada capacidad logística y 

operativa de las principales instituciones que intervienen en su ejecución.  

4.1.6. Pregunta 6 

¿Considera usted que frecuentemente los fiscales prescinden de la diligencia programada 

cuando no ha tenido éxito la conducción compulsiva? 

Tabla 6  

Realización de la diligencia 

Respuestas Frecuencia % 

Totalmente en desacuerdo 1 1.33% 

En desacuerdo 6 8.00% 

Ni de acuerdo ni en 

desacuerdo 
1 1.33% 

De acuerdo 44 58.67% 

Totalmente de acuerdo 23 30.67% 

Total 75 100.00% 

 

Figura 7  

Realización de la diligencia 
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Interpretación: Respecto al planteamiento de que frecuentemente los fiscales prescinden 

de la diligencia programada cuando no ha tenido éxito la conducción compulsiva, el 30.67% de 

los encuestados se mostró totalmente de acuerdo, el 58.67% de acuerdo, el 1.33% ni de acuerdo 

ni en desacuerdo, el 8.00% en desacuerdo y el 1.33% totalmente en desacuerdo; lo cual revela un 

alto grado de conformidad respecto a que los fiscales del Distrito Fiscal de Lima Centro, durante 

el 2022 y 2023, cuando la conducción compulsiva no cumple su objeto, usualmente optan por no 

reprogramar la diligencia.  

4.1.7. Pregunta 7 

¿Considera usted que frecuentemente los fiscales disponen el levantamiento de la 

conducción compulsiva cuando esta no ha tenido éxito? 

Tabla 7  

Levantamiento de la medida 

Respuestas Frecuencia % 

Totalmente en desacuerdo 1 1.33% 

En desacuerdo 3 4.00% 

Ni de acuerdo ni en 3 4.00% 
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8.00%
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58.67%

30.67%

%
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desacuerdo 

De acuerdo 46 61.33% 

Totalmente de acuerdo 22 29.33% 

Total 75 100.00% 

 

Figura 8  

Levantamiento de la medida 

 

Interpretación: Respecto al planteamiento de que frecuentemente los fiscales disponen 

el levantamiento de la conducción compulsiva cuando esta no ha tenido éxito, el 29.33% de los 

encuestados se mostró totalmente de acuerdo, el 61.33% de acuerdo, el 4.00% ni de acuerdo ni 

en desacuerdo, el 4.00% en desacuerdo y el 1.33% totalmente en desacuerdo; lo cual revela un 

alto grado de conformidad respecto a que los fiscales del Distrito Fiscal de Lima Centro, durante 

el 2022 y 2023, con regularidad cumplen el mandato del inciso 2 del artículo 66 del Código 

Procesal Penal, aun cuando no llegó a ejecutarse la orden de fuerza.  

4.1.8. Pregunta 8 
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¿Considera usted que la Constitución Política del Estado regula suficientemente la 

conducción compulsiva para que pueda ejecutarse de forma exitosa? 

Tabla 8  

Regulación constitucional 

Respuestas Frecuencia % 

Totalmente en desacuerdo 23 30.67% 

En desacuerdo 38 50.67% 

Ni de acuerdo ni en 

desacuerdo 
3 4.00% 

De acuerdo 9 12.00% 

Totalmente de acuerdo 2 2.67% 

Total 75 100.00% 

 

Figura 9  

Regulación constitucional 

 

Interpretación: Respecto al cuestionamiento de si la Constitución Política del Estado 

regula suficientemente la conducción compulsiva para que pueda ejecutarse de forma exitosa, el 
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2.67% de los encuestados se mostró totalmente de acuerdo, el 12.00% de acuerdo, el 4.00% ni de 

acuerdo ni en desacuerdo, el 50.67% en desacuerdo y el 30.67% totalmente en desacuerdo; lo 

cual revela un alto grado de disconformidad respecto a que la Constitución Política del Estado 

regula con suficiencia el procedimiento de ejecución la conducción compulsiva y la propia 

facultad coercitiva de los fiscales.  

4.1.9. Pregunta 9 

¿Considera usted que el Código Procesal Penal regula suficientemente la conducción 

compulsiva para que pueda ejecutarse de forma exitosa? 

Tabla 9  

Regulación legal 

Respuestas Frecuencia % 

Totalmente en desacuerdo 18 24.00% 

En desacuerdo 26 34.67% 

Ni de acuerdo ni en 

desacuerdo 
2 2.67% 

De acuerdo 24 32.00% 

Totalmente de acuerdo 5 6.67% 

Total 75 100.00% 

 

Figura 10  

Regulación legal 
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Interpretación: Al indagar si el Código Procesal Penal regula suficientemente la 

conducción compulsiva para que pueda ejecutarse de forma exitosa, el 6.67% de los encuestados 

se mostró totalmente de acuerdo, el 32.00% de acuerdo, el 2.67% ni de acuerdo ni en 

desacuerdo, el 34.67% en desacuerdo y el 24.00% totalmente en desacuerdo; lo cual revela un 

alto grado de disconformidad respecto a que el Código Procesal Penal regula con suficiencia el 

procedimiento de ejecución de la conducción compulsiva y la propia facultad coercitiva de los 

fiscales; pero también un importante sector, aunque minoritario, consideró que el código adjetivo 

sí contiene una regulación adecuada sobre la materia, es decir, los artículos 66 y 337 del dicho 

cuerpo normativo, que los fiscales invocan cuando ordenan la ejecución de la mencionada 

medida.  

4.1.10. Pregunta 10 

¿Considera usted que las respectivas leyes orgánicas del Ministerio Público y de la 

Policía Nacional regulan suficientemente la conducción compulsiva para que pueda ejecutarse de 

forma exitosa? 
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Tabla 10  

Regulación legal 

Respuestas Frecuencia % 

Totalmente en desacuerdo 22 29.33% 

En desacuerdo 41 54.67% 

Ni de acuerdo ni en 

desacuerdo 
5 6.67% 

De acuerdo 5 6.67% 

Totalmente de acuerdo 2 2.67% 

Total 75 100.00% 

 

Figura 11  

Regulación legal 

 

Interpretación: Al indagar si las respectivas leyes orgánicas del Ministerio Público y de 

la Policía Nacional regulan suficientemente la conducción compulsiva para que pueda ejecutarse 

de forma exitosa, el 2.67% de los encuestados se mostró totalmente de acuerdo, el 6.67% de 

acuerdo, el 6.67% ni de acuerdo ni en desacuerdo, el 54.67% en desacuerdo y el 29.33% 

29.33%
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6.67% 2.67%
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totalmente en desacuerdo; lo cual revela un alto grado de disconformidad respecto a que las leyes 

orgánicas de las principales instituciones que intervienen en la ejecución de la conducción 

compulsiva regulen con suficiencia dicho procedimiento, la propia facultad coercitiva de los 

fiscales o las atribuciones del personal policial en ese ámbito.  

4.1.11. Pregunta 11 

¿Considera usted que las normas administrativas del Ministerio Público y de la Policía 

Nacional regulan suficientemente la conducción compulsiva para que pueda ejecutarse de forma 

exitosa? 

Tabla 11  

Regulación administrativa 

Respuestas Frecuencia % 

Totalmente en desacuerdo 21 28.00% 

En desacuerdo 41 54.67% 

Ni de acuerdo ni en 

desacuerdo 
5 6.67% 

De acuerdo 6 8.00% 

Totalmente de acuerdo 2 2.67% 

Total 75 100.00% 

 

Figura 12  

Regulación administrativa 



82 

 

 
 

 

Interpretación: Al indagar si las normas administrativas del Ministerio Público y de la 

Policía Nacional regulan suficientemente la conducción compulsiva para que pueda ejecutarse de 

forma exitosa, el 2.67% de los encuestados se mostró totalmente de acuerdo, el 8.00% de 

acuerdo, el 6.67% ni de acuerdo ni en desacuerdo, el 54.67% en desacuerdo y el 28.00% 

totalmente en desacuerdo; lo cual revela un alto grado de disconformidad respecto a que las 

normas administrativas de las principales instituciones que intervienen en la ejecución de la 

conducción compulsiva regulen con suficiencia dicho procedimiento, la propia facultad 

coercitiva de los fiscales o las atribuciones del personal policial en ese ámbito; vale decir que las 

reglas establecidas en el Protocolo Específico de Articulación, Trabajo y Coordinación entre el 

Ministerio Público y la Policía Nacional del Perú son insuficientes para que la conducción 

compulsiva cumpla su objeto.    

4.1.12. Pregunta 12  

¿Considera usted que la inejecución de la conducción compulsiva tiene incidencia 

negativa en el cumplimiento de la finalidad de determinar si han ocurrido los hechos 

investigados y sus circunstancias? 
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Tabla 12  

Realidad de los hechos investigados y sus circunstancias 

Respuestas Frecuencia % 

Totalmente en desacuerdo 1 1.33% 

En desacuerdo 4 5.33% 

Ni de acuerdo ni en 

desacuerdo 
3 4.00% 

De acuerdo 42 56.00% 

Totalmente de acuerdo 25 33.33% 

Total 75 100.00% 

 

Figura 13  

Realidad de los hechos investigados y sus circunstancias 

 

Interpretación: Al indagar si la inejecución de la conducción compulsiva tiene 

incidencia negativa en el cumplimiento de la finalidad de determinar si han ocurrido los hechos 

investigados y sus circunstancias, el 33.33% de los encuestados se mostró totalmente de acuerdo, 

el 56.00% de acuerdo, el 4.00% ni de acuerdo ni en desacuerdo, el 5.33% en desacuerdo y el 
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1.33% totalmente en desacuerdo; lo cual revela un alto grado de conformidad respecto a que la 

inejecución de la conducción compulsiva tiene efectos negativos en el cumplimiento de la 

primera finalidad de la investigación fiscal, referida a establecer si ocurrieron los hechos que son 

objeto de conocimiento y las circunstancias en que acontecieron, dado que dicha información 

puede ser proporcionada por la persona sobre la que recae la medida, más esta no llega a ser 

conducida a la diligencia fiscal programada con dicho objeto.  

4.1.13. Pregunta 13 

¿Considera usted que la inejecución de la conducción compulsiva tiene incidencia 

negativa en el cumplimiento de la finalidad de determinar si los hechos investigados son 

delictuosos? 

Tabla 13  

Delictuosidad de los hechos investigados 

Respuestas Frecuencia % 

Totalmente en desacuerdo 1 1.33% 

En desacuerdo 4 5.33% 

Ni de acuerdo ni en 

desacuerdo 
3 4.00% 

De acuerdo 44 58.67% 

Totalmente de acuerdo 23 30.67% 

Total 75 100.00% 

 

Figura 14  

Delictuosidad de los hechos investigados 
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Interpretación: Al indagar si la inejecución de la conducción compulsiva tiene 

incidencia negativa en el cumplimiento de la finalidad de determinar si los hechos investigados 

son delictuosos, el 30.67% de los encuestados se mostró totalmente de acuerdo, el 58.67% de 

acuerdo, el 4.00% ni de acuerdo ni en desacuerdo, el 5.33% en desacuerdo y el 1.33% totalmente 

en desacuerdo; lo cual revela un alto grado de conformidad respecto a que la inejecución de la 

conducción compulsiva tiene efectos negativos en el cumplimiento de la segunda finalidad de la 

investigación fiscal, referida a establecer si los hechos que son objeto de conocimiento 

configuran ilícitos previstos en la ley penal, dado que dicha información puede ser proporcionada 

por la persona sobre la que recae la medida, más esta no llega a ser conducida a la diligencia 

fiscal programada con dicho objeto.  

4.1.14. Pregunta 14 

¿Considera usted que la inejecución de la conducción compulsiva tiene incidencia 

negativa en el cumplimiento de la finalidad de identificar al imputado y al agraviado? 

Tabla 14  

Identificación del imputado y agraviado 
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Respuestas Frecuencia % 

Totalmente en desacuerdo 1 1.33% 

En desacuerdo 5 6.67% 

Ni de acuerdo ni en 

desacuerdo 
3 4.00% 

De acuerdo 43 57.33% 

Totalmente de acuerdo 23 30.67% 

Total 75 100.00% 

 

Figura 15  

Identificación del imputado y agraviado 

 

Interpretación: Al indagar si la inejecución de la conducción compulsiva tiene 

incidencia negativa en el cumplimiento de la finalidad de identificar al imputado y al agraviado, 

el 30.67% de los encuestados se mostró totalmente de acuerdo, el 57.33% de acuerdo, el 4.00% 

ni de acuerdo ni en desacuerdo, el 6.67% en desacuerdo y el 1.33% totalmente en desacuerdo; lo 

cual revela un alto grado de conformidad respecto a que la inejecución de la conducción 

compulsiva tiene efectos negativos en el cumplimiento de la tercera finalidad de la investigación 
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fiscal, referida a identificar plenamente al imputado y al agraviado, así como a otros individuos 

que deban intervenir en el proceso, dado que dicha información puede ser proporcionada por la 

persona sobre la que recae la medida, más esta no llega a ser conducida a la diligencia fiscal 

programada con dicho objeto.  

4.1.15. Pregunta 15 

¿Considera usted que la inejecución de la conducción compulsiva tiene incidencia 

negativa en el cumplimiento de la finalidad de recabar elementos de convicción? 

Tabla 15  

Obtención de elementos de convicción 

Respuestas Frecuencia % 

Totalmente en desacuerdo 1 1.33% 

En desacuerdo 6 8.00% 

Ni de acuerdo ni en 

desacuerdo 
4 5.33% 

De acuerdo 41 54.67% 

Totalmente de acuerdo 23 30.67% 

Total 75 100.00% 

 

Figura 16  

Obtención de elementos de convicción 
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Interpretación: Al indagar si la inejecución de la conducción compulsiva tiene 

incidencia negativa en el cumplimiento de la finalidad de recabar elementos de convicción, el 

30.67% de los encuestados se mostró totalmente de acuerdo, el 54.67% de acuerdo, el 5.33% ni 

de acuerdo ni en desacuerdo, el 8.00% en desacuerdo y el 1.33% totalmente en desacuerdo; lo 

cual revela un alto grado de conformidad respecto a que la inejecución de la conducción 

compulsiva tiene efectos negativos en el cumplimiento de la cuarta finalidad de la investigación 

fiscal, referida a recabar elementos de convicción, tanto de cargo como de descargo, dado que 

estos pueden ser proporcionados por la persona sobre la que recae la medida, más esta no llega a 

ser conducida a la diligencia fiscal programada con dicho objeto.  

4.1.16. Pregunta 16 

¿Considera usted que la inejecución de la conducción compulsiva tiene incidencia 

negativa en el cumplimiento de la finalidad de determinar la existencia del daño causado? 

Tabla 16  

Existencia del daño causado 
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Respuestas Frecuencia % 

Totalmente en desacuerdo 1 1.33% 

En desacuerdo 9 12.00% 

Ni de acuerdo ni en 

desacuerdo 
4 5.33% 

De acuerdo 39 52.00% 

Totalmente de acuerdo 22 29.33% 

Total 75 100.00% 

 

Figura 17  

Existencia del daño causado 

 

Interpretación: Al indagar si la inejecución de la conducción compulsiva tiene 

incidencia negativa en el cumplimiento de la finalidad de determinar la existencia del daño 

causado, el 29.33% de los encuestados se mostró totalmente de acuerdo, el 52.00% de acuerdo, 

el 5.33% ni de acuerdo ni en desacuerdo, el 12.00% en desacuerdo y el 1.33% totalmente en 

desacuerdo; lo cual revela un alto grado de conformidad respecto a que la inejecución de la 

conducción compulsiva tiene efectos negativos en el cumplimiento de la quinta finalidad de la 
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investigación fiscal, referida a establecer la magnitud del daño ocasionado a la víctima como 

consecuencia del delito, dado que dicha información puede ser proporcionada por la persona 

sobre la que recae la medida, más esta no llega a ser conducida a la diligencia fiscal programada 

con dicho objeto.  

4.1.17. Pregunta 17 

¿Considera usted que la inejecución de la conducción compulsiva tiene implicancia en la 

decisión del fiscal de formalizar la investigación preparatoria o archivar lo actuado durante la 

investigación preliminar? 

Tabla 17  

Formalización de investigación preparatoria o archivo 

Respuestas Frecuencia % 

Totalmente en desacuerdo 0 0.00% 

En desacuerdo 6 8.00% 

Ni de acuerdo ni en 

desacuerdo 
3 4.00% 

De acuerdo 42 56.00% 

Totalmente de acuerdo 24 32.00% 

Total 75 100.00% 

 

Figura 18  

Formalización de investigación preparatoria o archivo 
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Interpretación: Al indagar si la inejecución de la conducción compulsiva tiene 

implicancia en la decisión del fiscal de formalizar la investigación preparatoria o archivar lo 

actuado durante la investigación preliminar, el 32.00% de los encuestados se mostró totalmente 

de acuerdo, el 56.00% de acuerdo, el 4.00% ni de acuerdo ni en desacuerdo, el 8.00% en 

desacuerdo y el 0.00% totalmente en desacuerdo; lo cual revela un alto grado de conformidad 

respecto a que la inejecución de la conducción compulsiva, con la consecuente no realización de 

diligencias fiscales pertinentes y útiles, tiene incidencia en la decisión que debe adoptar el 

representante del Ministerio Público respecto a lo actuado durante la investigación preliminar, 

sea formalizando la investigación preparatoria u ordenando el archivo.  

4.1.18. Pregunta 18 

¿Considera usted que la inejecución de la conducción compulsiva tiene implicancia en la 

decisión del fiscal de formular requerimiento acusatorio o de sobreseimiento al concluir la 

investigación preparatoria? 

Tabla 18  

Acusación o sobreseimiento 
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Respuestas Frecuencia % 

Totalmente en desacuerdo 0 0.00% 

En desacuerdo 5 6.67% 

Ni de acuerdo ni en 

desacuerdo 
4 5.33% 

De acuerdo 42 56.00% 

Totalmente de acuerdo 24 32.00% 

Total 75 100.00% 

 

Figura 19  

Acusación o sobreseimiento 

 

Interpretación: Al indagar si la inejecución de la conducción compulsiva tiene 

implicancia en la decisión del fiscal de formular requerimiento acusatorio o de sobreseimiento al 

concluir la investigación preparatoria, el 32.00% de los encuestados se mostró totalmente de 

acuerdo, el 56.00% de acuerdo, el 5.33% ni de acuerdo ni en desacuerdo, el 6.67% en desacuerdo 

y el 0.00% totalmente en desacuerdo; lo cual revela un alto grado de conformidad respecto a que 

la inejecución de la conducción compulsiva, con la consecuente no realización de diligencias 
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fiscales pertinentes y útiles, tiene incidencia en la decisión que debe adoptar el representante del 

Ministerio Público, como acto postulatorio, respecto a lo actuado durante la investigación 

preparatoria, sea requiriendo al órgano jurisdiccional la acusación penal o el sobreseimiento de la 

causa.  
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V. DISCUSIÓN DE LOS RESULTADOS 

 Estando a los resultados obtenidos en la encuesta, se tiene por aceptada la hipótesis 

general que propugna que la inejecución de la conducción compulsiva afecta significativamente 

el cumplimiento de los fines de la investigación fiscal en el Distrito Fiscal de Lima Centro, en el 

periodo comprendido entre el 2022 y 2023. 

 Así pues, mayoritariamente los encuestados han convenido en que la inejecución de la 

conducción compulsiva incide negativamente en el cumplimiento de la finalidad de determinar si 

han ocurrido los hechos investigados y sus circunstancias, si los hechos investigados son 

delictuosos, identificar al imputado y al agraviado, recabar elementos de convicción y determinar 

la existencia del daño causado.  

 Asimismo, se evidencia un alto nivel de conformidad en el planteamiento de que la 

inejecución de la conducción compulsiva incide en el pronunciamiento que debe emitir el fiscal 

al concluir la investigación preliminar o preparatoria, sea formalizando la investigación 

preparatoria o archivando lo actuado, en el primer caso, o formulando requerimiento acusatorio o 

de sobreseimiento, en el segundo.  

 Nótese que los encuestados son fiscales del Distrito Fiscal de Lima Centro, es decir, 

operadores jurídicos que conocen los pormenores y limitaciones del procedimiento de 

conducción compulsiva, quienes además son los llamados a decidir si promueven la acción penal 

o se abstienen de su ejercicio, previa verificación del cumplimiento de los fines de la 

investigación del delito; en el caso concreto, según lo expuesto por los propios expertos, se ha 

podido establecer que en dicho proceso de toma de decisión también se evalúa si la conducción 

compulsiva tuvo éxito o no, y como esto se ha reflejado en la realización de los actos de 

investigación que el caso particular ameritaba.   
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 Lo antes indicado tiene correspondencia con el planteamiento de Aucasi (2018), quien 

sostuvo que los mandatos de conducción compulsiva dispuestos por los fiscales durante la 

investigación preliminar y preparatoria, así como los ordenados por los jueces durante la etapa de 

juzgamiento, en el Distrito Judicial y Fiscal de Ica en el 2016, no fueron eficaces para dar 

cumplimiento a los fines del proceso.  

 Siguiendo el postulado del mencionado trabajo académico, es factible sostener que, si la 

conducción compulsiva no está coadyuvando a la efectivización de los fines del proceso penal, 

de modo general, menos lo está haciendo respecto a los fines de la investigación preliminar y 

preparatoria, de modo particular; los resultados obtenidos en la presente tesis así lo demuestran.  

 Sin embargo, los resultados contradicen la postura de Medina (2019), para quien la 

conducción compulsiva es un mecanismo deficiente para el logro de los objetivos de la 

investigación, pues en el fondo se persigue realizar otros actos de investigación a partir de lo que 

declare el investigado conducido con apoyo de la fuerza pública, acarreando diligencias 

rutinarias que finalmente devienen en una disposición de no formalización de investigación 

preparatoria.    

 Por otra parte, se corrobora la primera hipótesis específica, según la cual, los fiscales 

disponen en pocas ocasiones la ejecución de la conducción compulsiva, lo que genera que no se 

cumplan los fines de la investigación fiscal en el Distrito Fiscal de Lima Centro, en el periodo 

comprendido entre el 2022 y 2023. 

 Al respecto, los encuestados mayoritariamente señalaron que los fiscales programan 

diligencias bajo apercibimiento de conducción compulsiva de manera frecuente, lo que revela el 

uso regular de la facultad de citación compulsiva prevista en la norma procesal; sin embargo, de 
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forma predominante también indicaron que en pocas ocasiones los fiscales hacen efectivo el 

apercibimiento decretado y disponen la ejecución de la conducción compulsiva. 

 Conforme se ha dicho, esta disonancia entre la cantidad de veces que se señala el 

apercibimiento y las ocasiones en que se ordena efectivizarlo puede obedecer a la estrategia de 

investigación fiscal, aunque no se descarta que en ocasiones tenga como fundamento el ahorro de 

los tiempos y esfuerzos que demandarían la emisión de la disposición fiscal y la posterior 

coordinación con el personal policial, en cuyos casos sí se estaría ante un patente atentado contra 

los fines de la investigación del delito.  

 De otro lado, se acepta la segunda hipótesis específica, que señala que la institución 

policial ejecuta en escasas oportunidades los mandatos de conducción compulsiva dispuestos por 

el Ministerio Público, lo que genera que no se cumplan los fines de la investigación fiscal en el 

Distrito Fiscal de Lima Centro, en el periodo comprendido entre el 2022 y 2023.  

 Así también, se corrobora la tercera hipótesis específica, según la cual, la limitada 

capacidad logística y operativa del Ministerio Público y de la Policía Nacional son razones de la 

inejecución de la conducción compulsiva durante la investigación fiscal en el Distrito Fiscal de 

Lima Centro, en el periodo comprendido entre el 2022 y 2023. 

 Sobre el particular, los encuestados mayoritariamente expresaron que en escasas 

oportunidades la Policía Nacional consigue ubicar y conducir al omiso a las diligencias fiscales, 

que en pocas ocasiones el personal policial agota todos los medios para lograr que la conducción 

compulsiva tenga éxito, y que la poca capacidad logística y operativa del Ministerio Público y de 

la Policía Nacional son razones de la inejecución de la conducción compulsiva.  

 En este punto, nuevamente encontramos coincidencias con el trabajo académico de 

Aucasi (2018), cuando señala que, entre otros motivos, la conducción compulsiva no es eficaz 
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para el cumplimiento de los fines del proceso debido a la deficiente labor de la institución 

policial, sea por limitaciones externas que pasan por la falta de logística y recursos humanos, o 

por el propio desinterés de sus miembros.  

 Pero las limitaciones en torno a la ejecución de la medida no solo alcanzan al personal 

policial, sino que los propios encuestados reconocen que la institución a la que pertenecen 

también tiene deficiencias en ese ámbito, con lo que podrían referirse a la omisión o retardo en la 

emisión de la disposición que ordena ejecutar la conducción compulsiva, o la deficiente 

coordinación con la policía posterior a su pronunciamiento.   

 Por último, también se acepta la cuarta hipótesis específica, que indica que la regulación 

normativa sobre la conducción compulsiva no otorga los mecanismos suficientes para su 

ejecución y el cumplimiento de los fines de la investigación fiscal en el Distrito Fiscal de Lima 

Centro, en el periodo comprendido entre el 2022 y 2023. 

 Sobre este aspecto, los encuestados mayoritariamente han señalado que la Constitución 

Política del Estado, el Código Procesal Penal, las leyes orgánicas del Ministerio Público y de la 

Policía Nacional, así como las normas administrativas de ambas entidades públicas no regulan de 

manera suficiente la conducción compulsiva para que pueda ejecutarse de manera exitosa.  

 Así las cosas, se comprueba el planteamiento de Vizcarra (2016), cuando señala que 

existe una disonancia entre el Código Procesal Penal, que regula la conducción compulsiva, y la 

Constitución Política del Estado, ya que la norma constitucional en ningún extremo se refiere a la 

facultad coercitiva del fiscal, al tiempo que la Ley Orgánica del Ministerio Público y el 

Reglamento de Notificaciones de dicha entidad tienen notorias limitaciones en cuanto a la 

regulación de esta medida, lo que tiene repercusión en el cumplimiento de los fines del proceso. 
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 En ese sentido, solo respecto al Código Procesal Penal, un sector importante de los 

encuestados consideró que contiene una regulación adecuada de la conducción compulsiva, 

habida cuenta de que es el cuerpo normativo que se aplica preponderantemente en el 

procedimiento de ejecución de la conducción compulsiva; no obstante, dicho sector fue superado 

por aquellos que consideraron que no contiene una regulación suficiente, lo que revela la 

necesidad de reforma legislativa.   

 Respecto a la Constitución Política del Estado, si bien en los planteamientos teóricos se 

ha dicho que la no regulación de la conducción compulsiva no convierte en arbitraria a dicha 

medida, la disconformidad de los encuestados respecto a este punto también revela la necesidad 

de modificación de la norma constitucional, a efectos de incorporar la conducción compulsiva 

como un supuesto de restricción de la libertad personal y como atribución del Ministerio Público. 

 De modo similar, aunque no sea la finalidad inmediata de las leyes orgánicas de las 

instituciones intervinientes, se evidencia la necesidad de que se mencione el nivel de 

coordinación que debe existir entre el Ministerio Público y la Policía Nacional para la ejecución 

de la mencionada medida.  

 Lo mismo respecto a las normas administrativas de ambas entidades, toda vez que el 

Protocolo Específico de Articulación, Trabajo y Coordinación entre el Ministerio Público y la 

Policía Nacional del Perú; la Directiva n.° 020-2019-CG-PNP/EMG y el Reglamento de 

Notificaciones, Citaciones y Comunicaciones entre Autoridades del Ministerio Público, 

evidencian necesidad de urgente modificación, como respuesta a la insatisfacción a la regulación 

de la conducción compulsiva contenida en estas.  
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VI. CONCLUSIONES 

 6.1. Se determinó que la inejecución de la conducción compulsiva afecta 

significativamente el cumplimiento de los fines de la investigación fiscal en el Distrito Fiscal de 

Lima Centro en el 2022 y 2023, dado que conlleva a la no realización de actos de investigación 

pertinentes y útiles, tendientes a determinar si han ocurrido los hechos investigados y sus 

circunstancias, si los hechos investigados son delictuosos, identificar al imputado y al agraviado, 

recabar elementos de convicción y determinar la existencia del daño causado; situación que 

incide en la decisión que debe adoptar el representante del Ministerio Público al concluir la 

investigación preliminar o preparatoria, sea formalizando la investigación preparatoria o 

archivando lo actuado, en el primer caso, o formulando requerimiento acusatorio o de 

sobreseimiento, en el segundo. 

 6.2. Se estableció que los fiscales disponen en pocas ocasiones la ejecución de la 

conducción compulsiva, lo que genera que no se cumplan los fines de la investigación fiscal en 

el Distrito Fiscal de Lima Centro en el 2022 y 2023, ya que, si bien continuamente programan 

diligencias bajo apercibimiento de conducción compulsiva, en pocas oportunidades hacen 

efectivo dicho apercibimiento y ordenan la conducción del omiso con auxilio de la fuerza 

pública, pese a cumplirse los presupuestos para que así se disponga; en su lugar optan por 

prescindir del acto de investigación frustrado por la inconcurrencia del omiso.   

 6.3. Se estableció que la institución policial ejecuta en escasas oportunidades los 

mandatos de conducción compulsiva dispuestos por el Ministerio Público, lo que genera que no 

se cumplan los fines de la investigación fiscal en el Distrito Fiscal de Lima Centro en el 2022 y 

2023; dicha situación se genera no solo por la carencia de logística y recursos humanos en la 
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Policía Nacional, sino también por la falta de agotamiento de todos los medios para conseguir 

que la conducción del omiso tenga éxito.  

 6.4. Se identificó que la limitada capacidad logística y operativa del Ministerio Público y 

de la Policía Nacional son razones de la inejecución de la conducción compulsiva durante la 

investigación fiscal en el Distrito Fiscal de Lima Centro en el 2022 y 2023; las limitaciones de la 

institución policial no solo están referidas al accionar poco diligente de sus miembros, que se ha 

evidenciado ciertos casos, sino que también pasan por la falta de materiales, transporte, 

infraestructura y personal especializado; en lo que atañe al Ministerio Público, se evidencia la 

omisión o retardo en la emisión de la disposición que ordena ejecutar la conducción compulsiva, 

o la deficiente coordinación con la policía posterior a su pronunciamiento. 

 6.5. Se determinó que la regulación normativa sobre conducción compulsiva no otorga 

los mecanismos suficientes para su ejecución y el cumplimiento de los fines de la investigación 

fiscal en el Distrito Fiscal de Lima Centro en el 2022 y 2023, ya que solo el Código Procesal 

Penal contiene un marco regulatorio medianamente aceptable, aunque pasible de mejora, que 

viene siendo aplicado de manera preponderante en el procedimiento de ejecución de la 

conducción compulsiva; la Constitución Política del Estado nada dice sobre esta atribución de 

los fiscales, advirtiéndose una situación similar en las respectivas leyes orgánicas del Ministerio 

Público y la Policía Nacional; en lo que respecta a las normas administrativas de ambas 

entidades públicas, el Protocolo Específico de Articulación, Trabajo y Coordinación entre el 

Ministerio Público y la Policía Nacional del Perú; la Directiva n.° 020-2019-CG-PNP/EMG y el 

Reglamento de Notificaciones, Citaciones y Comunicaciones entre Autoridades del Ministerio 

Público, contienen escuetos preceptos normativos sobre la conducción compulsiva y evidencian 

la necesidad de urgente modificación.  
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VII. RECOMENDACIONES 

 7.1. Se recomienda al Congreso de la República evaluar una posible reforma 

constitucional, a fin de incorporar de forma expresa la conducción compulsiva como atribución 

del Ministerio Público y como supuesto de restricción de la libertad personal, de carácter 

excepcional y temporal, en aras de garantizar el cumplimiento de los fines de la investigación 

fiscal y superar los cuestionamientos sobre la constitucionalidad del referido instituto procesal.  

 7.2. Se recomienda al Congreso de la República evaluar una posible modificación del 

Código Procesal Penal, promulgado mediante Decreto Legislativo n.° 957, a efectos de viabilizar 

la ejecución de las conducciones compulsivas dispuestas por los fiscales, conforme a los 

siguientes términos:   

• Establecer de forma secuencial las fases de dicho procedimiento: citación fiscal bajo 

apercibimiento de conducción compulsiva, emisión de la disposición fiscal que ordena la 

ejecución de la medida, ubicación y conducción del omiso, realización de la diligencia y 

levantamiento de la medida; así como el nivel de intervención del Ministerio Público y de 

la Policía Nacional en cada una de estas etapas. 

• Señalar la posibilidad de que el personal policial pueda realizar acciones de observación, 

vigilancia y seguimiento respecto a la persona sobre la cual recae la medida, días previos 

a la fecha en que esta debe ejecutarse, en caso el fiscal haya dispuesto un plazo cerrado 

para que se verifique la conducción compulsiva.    

• Señalar la posibilidad de que el fiscal pueda disponer que la conducción compulsiva se 

ejecute en un plazo abierto, no limitada por el día y la hora de la diligencia, sino hasta que 

el personal policial consiga la ubicación y traslado del omiso al despacho fiscal, siempre 

que no haya concluido la investigación preliminar o preparatoria, según sea el caso.  
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• Instituir la obligatoriedad de que la conducción compulsiva se ejecute simultáneamente 

en todos los domicilios conocidos del omiso y no solo en el que figura en el Registro 

Nacional de Identificación y Estado Civil (RENIEC).  

7.3. Se recomienda al Congreso de la República evaluar una posible modificación de las 

leyes orgánicas del Ministerio Público y de la Policía Nacional, de modo tal que se establezca el 

grado de coordinación entre ambas instituciones, así como entre las propias divisiones de la 

institución policial, para la ejecutar los mandatos de conducción compulsiva emitidos por los 

fiscales; recomendación que también se dirige a la potencial comisión para la elaboración del 

proyecto de la nueva Ley Orgánica del Ministerio Público, anunciada por el Dr. Juan Carlos 

Villena Campana, nuevo Fiscal de la Nación.  

 7.4. Se recomienda a las entidades competentes evaluar una posible modificación de las 

normas administrativas que regulan la ejecución de la conducción compulsiva; en el caso del 

Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, la parte pertinente del Protocolo Específico de 

Articulación, Trabajo y Coordinación entre el Ministerio Público y la Policía Nacional del Perú, 

referida a la conducción compulsiva, a fin de armonizarla con las modificaciones 

constitucionales y legales que se están proponiendo; y en el caso de la Comandancia General de 

la Policía Nacional del Perú, la Directiva n.° 020-2019-CG-PNP/EMG, de tal forma que se 

establezca la obligatoriedad de registrar los mandatos de conducción compulsiva con plazo 

cerrado en el sistema ESINPOL y, en estos últimos casos, de adoptar medidas semejantes a las 

prescritas en dicha norma para las medidas con plazo abierto.  

 7.5. Se recomienda a la Presidencia de la Junta de Fiscales Superiores del Distrito Fiscal 

de Lima Centro, por cuenta propia o través de la Escuela del Ministerio Público, promover la 

realización de actividades de capacitación dirigidas a fiscales, personal fiscal y policial, sobre los 
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alcances de la conducción compulsiva y su implicancia en el cumplimiento de los fines de la 

investigación del delito, de modo que se genere convicción que su ejercicio es propio de la 

función fiscal.  

 7.6. Se recomienda orientar futuras investigaciones a la relación existente entre la 

ejecución de la conducción compulsiva y el cumplimiento de los fines de la investigación fiscal 

en otros distritos fiscales del país, a fin de verificar si la forma como se viene ejecutando esta 

medida está coadyuvando a que se concretice uno de los roles fundamentales asignados a los 

representantes del Ministerio Público, esto es, la persecución del delito.  
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IX. ANEXOS 

Anexo A: Matriz de consistencia  

Título: Ejecución de la conducción compulsiva y cumplimiento de los fines de la investigación fiscal en el Distrito Fiscal de Lima 

Centro, 2022 y 2023.  

Autor: Jiménez Quispe, Alvaro Josue. 

Problemas Objetivos Hipótesis Variables Dimensiones Indicadores Metodología 

Problema general: 

¿En qué medida la 

inejecución de la 

conducción compulsiva 

afecta el cumplimiento 

de los fines de la 

investigación fiscal en 

el Distrito Fiscal de 

Lima Centro en el 2022 

y 2023? 

Objetivo general 

Determinar en qué 

medida la inejecución 

de la conducción 

compulsiva afecta el 

cumplimiento de los 

fines de la investigación 

fiscal en el Distrito 

Fiscal de Lima Centro 

en el 2022 y 2023. 

Hipótesis general:  

La inejecución de la 

conducción compulsiva 

afecta significativamente 

el cumplimiento de los 

fines de la investigación 

fiscal en el Distrito Fiscal 

de Lima Centro en el 

2022 y 2023. 

Conducción 

compulsiva 

 

 

  

Procedimiento 

para la ejecución 

de la conducción 

compulsiva 

 

- Citación fiscal bajo 

apercibimiento 

- Disposición fiscal que 

ordena la ejecución de 

la medida 

- Ubicación y 

conducción del omiso 

- Realización de la 

diligencia 

- Levantamiento de la 

medida 

Tipo de 

investigación: 

Cuantitativa 

 

Nivel de 

investigación: 

Descriptivo-

explicativa 

 

Diseño: 

Correlacional 

 

Método: 

Hipotético-

deductivo 

 

Unidad de 

análisis: 

Fiscales 

penales del 

Distrito Fiscal 

de Lima Centro 

 

Población: 

93 fiscales 

 

Muestra: 

75 fiscales 

 

Instrumentos: 

Problema específico 1: 

¿Con qué frecuencia los 

fiscales disponen la 

ejecución de la 

conducción compulsiva 

durante la investigación 

fiscal en el Distrito 

Fiscal de Lima Centro 

en el 2022 y 2023? 

 

Objetivo específico 1: 

Establecer la frecuencia 

con que los fiscales 

disponen la ejecución 

de la conducción 

compulsiva durante la 

investigación fiscal en 

el Distrito Fiscal de 

Lima Centro en el 2022 

y 2023. 

Hipótesis específica 1:   

Los fiscales disponen en 

pocas ocasiones la 

ejecución de la 

conducción compulsiva, 

lo que genera que no se 

cumplan los fines de la 

investigación fiscal en el 

Distrito Fiscal de Lima 

Centro en el 2022 y 2023.  

Problema específico 2: 

¿Con qué frecuencia la 

Policía Nacional 

ejecuta los mandatos de 

conducción compulsiva 

dispuestos por el 

Ministerio Público 

durante la investigación 

fiscal en el Distrito 

Fiscal de Lima Centro 

Objetivo específico 2: 

Establecer la frecuencia 

con que la Policía 

Nacional ejecuta los 

mandatos de 

conducción compulsiva 

dispuestos por el 

Ministerio Público 

durante la investigación 

fiscal en el Distrito 

Hipótesis específica 2:    

La institución policial 

ejecuta en escasas 

oportunidades los 

mandatos de conducción 

compulsiva dispuestos 

por el Ministerio Público, 

lo que generad que no se 

cumplan los fines de la 

investigación fiscal en el 

Mecanismos 

para la ejecución 

de la conducción 

compulsiva 

- Regulación 

constitucional 

- Regulación legal 

- Regulación 

administrativa 
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en el 2022 y 2023?

  

Fiscal de Lima Centro 

en el 2022 y 2023.  

Distrito Fiscal de Lima 

Centro en el 2022 al 

2023.  

Encuesta 

Problema específico 3: 

¿Cuáles son las 

principales razones de 

la inejecución de la 

conducción compulsiva 

durante la investigación 

fiscal en el Distrito 

Fiscal de Lima Centro 

en el 2022 y 2023? 

 

Objetivo específico 3: 

Identificar las 

principales razones de 

la inejecución de la 

conducción compulsiva 

durante la investigación 

fiscal en el Distrito 

Fiscal de Lima Centro 

en el 2022 y 2023. 

 

Hipótesis específica 3:    

La limitada capacidad 

logística y operativa del 

Ministerio Público y de la 

Policía Nacional son las 

razones de la inejecución 

de la conducción 

compulsiva durante la 

investigación fiscal en el 

Distrito Fiscal de Lima 

Centro en el 2022 y 2023. 

Fines de la 

investigación 

fiscal 

Eficacia de los 

fines de la 

investigación 

fiscal  

- Realidad de los 

hechos investigados y 

sus circunstancias 

- Delictuosidad de los 

hechos investigados 

- Identificación del 

imputado y agraviado 

- Obtención de 

elementos de 

convicción 

- Existencia del daño 

causado 

Problema específico 4: 

¿El ordenamiento 

jurídico penal otorga 

los mecanismos 

suficientes para la 

ejecución de la 

conducción compulsiva 

y el cumplimiento de 

los fines de la 

investigación fiscal en 

el Distrito Fiscal de 

Lima Centro en el 2022 

y 2023?  

Objetivo específico 4: 

Determinar si el 

ordenamiento jurídico 

penal vigente otorga los 

mecanismos suficientes 

para la ejecución de la 

conducción compulsiva 

y el cumplimiento de 

los fines de la 

investigación fiscal en 

el Distrito Fiscal de 

Lima Centro en el 2022 

y 2023.  

Hipótesis específica 4:    

La regulación normativa 

sobre conducción 

compulsiva no otorga los 

mecanismos suficientes 

para su ejecución y el 

cumplimiento de los fines 

de la investigación fiscal 

en el Distrito Fiscal de 

Lima Centro en el 2022 y 

2023. 

 

Pronunciamiento 

fiscal al concluir 

la investigación 

- Formalización de la 

investigación 

preparatoria o archivo  

 

- Acusación o 

sobreseimiento 
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Anexo B: Operacionalización de las variables  

VARIABLE DIMENSIONES INDICADORES 

Conducción compulsiva: 

Es la facultad de los fiscales para 

disponer que la Policía Nacional 

conduzca por la fuerza a quien 

omite concurrir a una diligencia sin 

causa justificada, pese a 

encontrarse citado bajo 

apercibimiento. (Sánchez, 2022) 

Procedimiento para la 

ejecución de la conducción 

compulsiva 

 

- Citación fiscal bajo 

apercibimiento 

- Disposición fiscal que ordena 

la ejecución de la medida 

- Ubicación y conducción del 

omiso 

- Realización de la diligencia 

- Levantamiento de la medida 

Mecanismos para la ejecución 

de la conducción compulsiva 

- Regulación constitucional 

- Regulación legal 

- Regulación administrativa  

Fines de la investigación fiscal: 

La investigación fiscal persigue 

determinar si han ocurrido los 

hechos investigados y sus 

circunstancias, y si estos son 

delictuosos, identificar al imputado 

y al agraviado, recabar elementos 

de convicción y determinar la 

existencia del daño causado; ello se 

colige de la lectura integral de los 

artículos 321 y 330 del Código 

Procesal Penal. 

Eficacia de los fines de la 

investigación fiscal  

- Realidad de los hechos 

investigados y sus 

circunstancias 

- Delictuosidad de los hechos 

investigados 

- Identificación del imputado y 

agraviado 

- Obtención de elementos de 

convicción 

- Existencia del daño causado 

Pronunciamiento fiscal al 

concluir la investigación 

 - Formalización de la 

investigación preparatoria o 

archivo 

- Acusación o sobreseimiento  
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Anexo C: Encuesta 

ENCUESTA 

Previo cordial saludo, el presente cuestionario tiene por finalidad recopilar información 

para el trabajo de investigación denominado Ejecución de la conducción compulsiva y 

cumplimiento de los fines de la investigación fiscal en el Distrito Fiscal de Lima Centro en el 

2022 y 2023, teniendo fines netamente académicos. 

Instrucciones: 

 Seguidamente encontrará varias preguntas sobre conducción compulsiva y fines de la 

investigación fiscal, realizadas en torno al tema de investigación previamente indicado, las cuales 

deberá responder con total honestidad y de forma anónima, teniendo en consideración el ámbito 

espaciotemporal del Distrito Fiscal de Lima Centro y el periodo 2022-2023.  

 Para tal efecto sírvase responder las preguntas marcando con una (x) alguno de los cinco 

casilleros que se muestran al lado de cada pregunta, según los siguientes criterios:  

Marca 1 si tu respuesta es TOTALMENTE EN DESACUERDO 

Marca 2 si tu respuesta es EN DESACUERDO 

Marca 3 si tu respuesta es NI DE ACUERDO NI EN DESACUERDO 

Marca 4 si tu respuesta es DE ACUERDO 

Marca 5 si tu respuesta es TOTALMENTE DE ACUERDO 
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 1 2 3 4 5 

VARIABLE INDEPENDIENTE: CONDUCCIÓN COMPULSIVA 

DIMENSIÓN: PROCEDIMIENTO PARA LA EJECUCIÓN DE LA CONDUCCIÓN 

COMPULSIVA  

CITACIÓN FISCAL BAJO APERCIBIMIENTO 

1. ¿Considera usted que frecuentemente los fiscales programan 

diligencias bajo apercibimiento de conducción compulsiva en caso de 

inconcurrencia injustificada? 

     

DISPOSICIÓN FISCAL QUE ORDENA LA EJECUCIÓN DE LA MEDIDA  

2. ¿Considera usted que en pocas oportunidades los fiscales hacen 

efectivo el apercibimiento decretado y disponen la ejecución de la 

conducción compulsiva? 

     

UBICACIÓN Y CONDUCCIÓN DEL OMISO 

3. ¿Considera usted que en pocas ocasiones la Policía Nacional consigue 

ubicar y conducir al omiso a las diligencias fiscales? 

     

4. ¿Considera usted que en pocas ocasiones la Policía Nacional agota 

todos los medios para conseguir que la conducción compulsiva tenga 

éxito? 

     

5. ¿Considera usted que la poca capacidad logística y operativa del 

Ministerio Público y de la Policía Nacional son razones de la 

inejecución de la conducción compulsiva? 

     

REALIZACIÓN DE LA DILIGENCIA  

6. ¿Considera usted que frecuentemente los fiscales prescinden de la 

diligencia programada cuando no ha tenido éxito la conducción 

compulsiva? 

     

LEVANTAMIENTO DE LA MEDIDA 

7. ¿Considera usted que frecuentemente los fiscales disponen el 

levantamiento de la conducción compulsiva cuando esta no ha tenido 

éxito? 

     

DIMENSIÓN: MECANISMOS PARA LA EJECUCIÓN DE LA CONDUCCIÓN 

COMPULSIVA 

REGULACIÓN CONSTITUCIONAL 

8. ¿Considera usted que la Constitución Política del Estado regula 

suficientemente la conducción compulsiva para que pueda ejecutarse de 

forma exitosa? 

     

REGULACIÓN LEGAL 

9. ¿Considera usted que el Código Procesal Penal regula suficientemente 

la conducción compulsiva para que pueda ejecutarse de forma exitosa? 

     

10. ¿Considera usted que las respectivas leyes orgánicas del Ministerio 

Público y de la Policía Nacional regulan suficientemente la conducción 

compulsiva para que pueda ejecutarse de forma exitosa? 

     

REGULACIÓN ADMINISTRATIVA  
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11. ¿Considera usted que las normas administrativas del Ministerio 

Público y de la Policía Nacional regulan suficientemente la conducción 

compulsiva para que pueda ejecutarse de forma exitosa? 

     

VARIABLE DEPENDIENTE: FINES DE LA INVESTIGACIÓN FISCAL 

DIMENSIÓN: EFICACIA DE LOS FINES DE LA INVESTIGACIÓN FISCAL 

REALIDAD DE LOS HECHOS INVESTIGADOS Y SUS CIRCUNSTANCIAS 

12. ¿Considera usted que la inejecución de la conducción compulsiva 

tiene incidencia negativa en el cumplimiento de la finalidad de 

determinar si han ocurrido los hechos investigados y sus circunstancias? 

     

DELICTUOSIDAD DE LOS HECHOS INVESTIGADOS 

13. ¿Considera usted que la inejecución de la conducción compulsiva 

tiene incidencia negativa en el cumplimiento de la finalidad de 

determinar si los hechos investigados son delictuosos? 

     

IDENTIFICACIÓN DEL IMPUTADO Y AGRAVIADO 

14. ¿Considera usted que la inejecución de la conducción compulsiva 

tiene incidencia negativa en el cumplimiento de la finalidad de 

identificar al imputado y al agraviado? 

     

OBTENCIÓN DE ELEMENTOS DE CONVICCIÓN 

15. ¿Considera usted que la inejecución de la conducción compulsiva 

tiene incidencia negativa en el cumplimiento de la finalidad de recabar 

elementos de convicción? 

     

EXISTENCIA DEL DAÑO CAUSADO 

16. ¿Considera usted que la inejecución de la conducción compulsiva 

tiene incidencia negativa en el cumplimiento de la finalidad de 

determinar la existencia del daño causado? 

     

DIMENSIÓN: PRONUNCIAMIENTO FISCAL AL CONCLUIR LA FASE DE 

INVESTIGACIÓN  

FORMALIZACIÓN DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA O ARCHIVO 

17. ¿Considera usted que la inejecución de la conducción compulsiva 

tiene implicancia en la decisión del fiscal de formalizar la investigación 

preparatoria o archivar lo actuado durante la investigación preliminar? 

     

ACUSACIÓN O SOBRESEIMIENTO 

18. ¿Considera usted que la inejecución de la conducción compulsiva 

tiene implicancia en la decisión del fiscal de formular requerimiento 

acusatorio o de sobreseimiento al concluir la investigación preparatoria? 
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Anexo D: Tabulación de los resultados  

RESPUESTAS 

1 Totalmente en desacuerdo 

2 En desacuerdo 

3 Ni de acuerdo ni en desacuerdo 

4 De acuerdo 

5 Totalmente de acuerdo 

 

ENCUESTADO 
PREGUNTA 

P1 P2 P3 P4 P5 P6 P7 P8 P9 P10 P11 P12 P13 P14 P15 P16 P17 P18 

E1 1 1 1 1 1 1 1 1 1 1 1 1 1 1 1 1 2 2 

E2 2 2 2 1 1 2 2 1 1 1 1 2 2 2 2 2 2 2 

E3 2 2 2 1 2 2 2 1 1 1 1 2 2 2 2 2 2 2 

E4 2 2 3 2 2 2 2 1 1 1 1 2 2 2 2 2 2 2 

E5 2 2 3 2 2 2 3 1 1 1 1 2 2 2 2 2 2 2 

E6 2 2 4 2 2 2 3 1 1 1 1 3 3 2 2 2 2 3 

E7 2 3 4 2 3 2 3 1 1 1 1 3 3 3 2 2 3 3 

E8 2 3 4 2 3 3 4 1 1 1 1 3 3 3 3 2 3 3 

E9 2 3 4 2 3 4 4 1 1 1 1 4 4 3 3 2 3 3 

E10 3 3 4 3 3 4 4 1 1 1 1 4 4 4 3 2 4 4 

E11 4 4 4 3 4 4 4 1 1 1 1 4 4 4 3 3 4 4 

E12 4 4 4 3 4 4 4 1 1 1 1 4 4 4 4 3 4 4 

E13 4 4 4 4 4 4 4 1 1 1 1 4 4 4 4 3 4 4 

E14 4 4 4 4 4 4 4 1 1 1 1 4 4 4 4 3 4 4 

E15 4 4 4 4 4 4 4 1 1 1 1 4 4 4 4 4 4 4 

E16 4 4 4 4 4 4 4 1 1 1 1 4 4 4 4 4 4 4 

E17 4 4 4 4 4 4 4 1 1 1 1 4 4 4 4 4 4 4 

E18 4 4 4 4 4 4 4 1 1 1 1 4 4 4 4 4 4 4 

E19 4 4 4 4 4 4 4 1 2 1 1 4 4 4 4 4 4 4 

E20 4 4 4 4 4 4 4 1 2 1 1 4 4 4 4 4 4 4 

E21 4 4 4 4 4 4 4 1 2 1 1 4 4 4 4 4 4 4 

E22 4 4 4 4 4 4 4 1 2 1 2 4 4 4 4 4 4 4 

E23 4 4 4 4 4 4 4 1 2 2 2 4 4 4 4 4 4 4 

E24 4 4 4 4 4 4 4 2 2 2 2 4 4 4 4 4 4 4 

E25 4 4 4 4 4 4 4 2 2 2 2 4 4 4 4 4 4 4 

E26 4 4 4 4 4 4 4 2 2 2 2 4 4 4 4 4 4 4 

E27 4 4 4 4 4 4 4 2 2 2 2 4 4 4 4 4 4 4 

E28 4 4 4 4 4 4 4 2 2 2 2 4 4 4 4 4 4 4 

E29 4 4 4 4 4 4 4 2 2 2 2 4 4 4 4 4 4 4 
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E30 4 4 4 4 4 4 4 2 2 2 2 4 4 4 4 4 4 4 

E31 4 4 4 4 4 4 4 2 2 2 2 4 4 4 4 4 4 4 

E32 4 4 4 4 4 4 4 2 2 2 2 4 4 4 4 4 4 4 

E33 4 4 4 4 4 4 4 2 2 2 2 4 4 4 4 4 4 4 

E34 4 4 4 4 4 4 4 2 2 2 2 4 4 4 4 4 4 4 

E35 4 4 4 4 4 4 4 2 2 2 2 4 4 4 4 4 4 4 

E36 4 4 4 4 4 4 4 2 2 2 2 4 4 4 4 4 4 4 

E37 4 4 4 4 4 4 4 2 2 2 2 4 4 4 4 4 4 4 

E38 4 4 4 4 4 4 4 2 2 2 2 4 4 4 4 4 4 4 

E39 4 4 4 4 4 4 4 2 2 2 2 4 4 4 4 4 4 4 

E40 4 4 4 4 4 4 4 2 2 2 2 4 4 4 4 4 4 4 

E41 4 4 4 4 4 4 4 2 2 2 2 4 4 4 4 4 4 4 

E42 4 4 4 4 4 4 4 2 2 2 2 4 4 4 4 4 4 4 

E43 4 4 4 4 4 4 4 2 2 2 2 4 4 4 4 4 4 4 

E44 4 4 4 4 4 4 4 2 2 2 2 4 4 4 4 4 4 4 

E45 4 4 4 4 4 4 4 2 3 2 2 4 4 4 4 4 4 4 

E46 4 4 4 4 4 4 4 2 3 2 2 4 4 4 4 4 4 4 

E47 4 4 4 4 4 4 4 2 4 2 2 4 4 4 4 4 4 4 

E48 4 4 4 4 4 4 4 2 4 2 2 4 4 4 4 4 4 4 

E49 4 4 4 4 4 4 4 2 4 2 2 4 4 4 4 4 4 4 

E50 4 4 4 4 4 4 4 2 4 2 2 4 4 4 4 4 4 4 

E51 5 4 4 5 4 4 4 2 4 2 2 5 4 4 4 4 4 4 

E52 5 4 5 5 4 4 4 2 4 2 2 5 4 4 4 4 5 5 

E53 5 5 5 5 4 5 4 2 4 2 2 5 5 5 5 4 5 5 

E54 5 5 5 5 4 5 5 2 4 2 2 5 5 5 5 5 5 5 

E55 5 5 5 5 5 5 5 2 4 2 2 5 5 5 5 5 5 5 

E56 5 5 5 5 5 5 5 2 4 2 2 5 5 5 5 5 5 5 

E57 5 5 5 5 5 5 5 2 4 2 2 5 5 5 5 5 5 5 

E58 5 5 5 5 5 5 5 2 4 2 2 5 5 5 5 5 5 5 

E59 5 5 5 5 5 5 5 2 4 2 2 5 5 5 5 5 5 5 

E60 5 5 5 5 5 5 5 2 4 2 2 5 5 5 5 5 5 5 

E61 5 5 5 5 5 5 5 2 4 2 2 5 5 5 5 5 5 5 

E62 5 5 5 5 5 5 5 3 4 2 2 5 5 5 5 5 5 5 

E63 5 5 5 5 5 5 5 3 4 2 3 5 5 5 5 5 5 5 

E64 5 5 5 5 5 5 5 3 4 3 3 5 5 5 5 5 5 5 

E65 5 5 5 5 5 5 5 4 4 3 3 5 5 5 5 5 5 5 

E66 5 5 5 5 5 5 5 4 4 3 3 5 5 5 5 5 5 5 

E67 5 5 5 5 5 5 5 4 4 3 3 5 5 5 5 5 5 5 

E68 5 5 5 5 5 5 5 4 4 3 4 5 5 5 5 5 5 5 

E69 5 5 5 5 5 5 5 4 4 4 4 5 5 5 5 5 5 5 

E70 5 5 5 5 5 5 5 4 4 4 4 5 5 5 5 5 5 5 
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E71 5 5 5 5 5 5 5 4 5 4 4 5 5 5 5 5 5 5 

E72 5 5 5 5 5 5 5 4 5 4 4 5 5 5 5 5 5 5 

E73 5 5 5 5 5 5 5 4 5 4 4 5 5 5 5 5 5 5 

E74 5 5 5 5 5 5 5 5 5 5 5 5 5 5 5 5 5 5 

E75 5 5 5 5 5 5 5 5 5 5 5 5 5 5 5 5 5 5 
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Anexo E: Respuesta a solicitud de acceso a la información pública  
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Anexo F: Disposiciones fiscales sobre conducción compulsiva 
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Anexo G: Informes policiales sobre conducción compulsiva  

 



130 

 

 
 

 


